
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNI-
DOS MEXICANOS 

El Secretario senador Luis Humberto Fernández Fuen-
tes: Se recibió del Congreso del Estado de Jalisco iniciati-

va con proyecto de decreto por el que se reforma el inciso
g) de la fracción IV del artículo 116 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.
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El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales de la
Cámara de Diputados.
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LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

El Secretario senador Luis Humberto Fernández Fuen-
tes: Se recibió del Congreso del Estado de Jalisco iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se adiciona un artí-
culo 4o. A Bis a la Ley de Coordinación Fiscal.
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El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
de la Cámara de Diputados.



LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS

El Secretario senador Luis Humberto Fernández Fuen-
tes: Se recibió del Congreso del Estado de Jalisco iniciati-

va con proyecto de decreto por el que se reforma el artícu-
lo 2, fracción I, inciso D), numerales 1 y 2 de la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios.
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El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
de la Cámara de Diputados.



LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS

El Secretario senador Luis Humberto Fernández Fuen-
tes: Se recibió del Congreso del Estado de Jalisco iniciati-

va con proyecto de decreto por el que se derogan el inciso
d) del artículo 2, el artículo 2o. A, y la fracción II del artí-
culo 28 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción
y Servicios.
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El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
de la Cámara de Diputados.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sí, diputada. ¿Con qué objeto, diputada? Sonido en la cu-
rul de la diputada Candelaria Ochoa, por favor.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos (desde la
curul): Buenos días, tardes, a todas, a todos. Sólo para co-
mentar que estas cinco iniciativas que manda el Congreso
de Jalisco, es una primera iniciativa de los Congresos loca-
les que mandan a esta Comisión Permanente, para mani-
festar su anuencia de la reversa al gasolinazo y las políticas
de austeridad. Así que gracias a las y los diputados de Ja-
lisco por dichas iniciativas.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada, se registra su intervención. Amigas y
amigos legisladores, esta es probablemente…

El diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
A ver, primero sonido en la curul del diputado Ariel Juárez.

El diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez (desde la cu-
rul): Bueno, para comentarle que el día de hoy en la mesa
uno, es muy lamentable que de por sí este periodo es cor-
to, no se llevaron a cabo los trabajos de la mesa, toda vez
que había 13 dictámenes y uno de ellos que tiene que ver
con desaparición forzada. Me parece que una total irres-
ponsabilidad de quienes no llegaron a esta mesa, porque
son temas muy importantes y de vital trascendencia para
nuestro país, en el tema que tiene que ver con desaparición
forzada.

Entonces, es la invitación a que a través de su conducto se
pueda pedir la responsabilidad de todas y de todos los le-
gisladores, porque es muy importante que estemos traba-
jando este tipo de dictámenes.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado. Bien. Les decía que muy probablemen-
te esta sea la penúltima sesión de trabajo que tenga esta Co-
misión Permanente.

Esta Presidencia en diálogo con la Mesa Directiva, les so-
licita, de manera muy respetuosa, a las comisiones de tra-
bajo, que podamos la próxima semana desahogar la mayor
cantidad de pendientes que tengan en sus agendas, a efec-
to de que el saldo de trabajos de esta Comisión Permanen-
te sea positivo.

La diputada Alejandra Gutiérrez Campos (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido aquí en la curul de la diputada Alejandra Gutiérrez.
Adelante, diputada.

La diputada Alejandra Gutiérrez Campos (desde la cu-
rul): Gracias, señor presidente. Considero que estamos vi-
viendo tiempos difíciles que requieren acciones inmediatas
y responsables.

De igual manera, a mí sí me gustaría pedir y exhortar a los
compañeros legisladores que sí se asistan a los llamados a
comisión, ya que hay muchos asuntos turnados y yo creo
que tenemos la responsabilidad de darle la cara a los mexi-
canos y cumplir con este compromiso.

Yo creo que no podemos regatear ni en tiempo ni en agen-
da y tenemos que ser responsables y dar salida al mayor
número de asuntos. Muchísimas gracias.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada. Se registran las intervenciones de los le-
gisladores. Reiterar el respetuoso exhorto para que poda-
mos desahogar la agenda y reitero, probablemente ésta sea
la penúltima sesión. Digo probablemente porque si fuese el
caso pudiéramos tener una sesión más la próxima semana
con este mismo fin.



INICIATIVAS DE LAS LEGISLADORAS Y LOS LE-
GISLADORES

LEY DE PROTECCIÓN AL COMERCIO Y LA INVER-
SIÓN DE NORMAS EXTRANJERAS QUE CONTRA-
VENGAN EL DERECHO INTERNACIONAL

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el senador Artu-
ro Zamora Jiménez, del Grupo Parlamentario del PRI, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 1 y 9 de la Ley de Protección al Comercio y la
Inversión de Normas Extranjeras que contravengan el de-
recho internacional.

El senador Arturo Zamora Jiménez: Gracias, presidente.
Honorable asamblea, México se encuentra ante una de las
coyunturas históricas y desafíos más importantes en las úl-
timas décadas. La tormenta del norte que se avecina con la
toma de protesta de Donald Trump apunta el comienzo de
una nueva etapa en las relaciones de México con los Esta-
dos Unidos de América.

Un país con el que compartimos profundos vínculos histó-
ricos, políticos, económicos, comerciales y culturales y en
el que residen 35 millones de mexicanos.

Ante los nubarrones e incertidumbre que ha generado esta
situación a nivel regional y global, y lejos de plantear una
dinámica de confrontación estéril para ambos países, Mé-
xico, Estados Unidos y también Canadá debemos adoptar
una postura de responsabilidad compartida en los diversos
temas de la agenda bilateral, así como una visión de largo
plazo que procure no solamente mantener sino ampliar los
beneficios para los tres países.

Si bien para muchos sectores productivos del país como el
automotriz, se prevé se avecinan situaciones difíciles en
materia comercial y económica, también éste es un mo-
mento de oportunidad ante la transición del gobierno esta-
dounidense, donde las instituciones del Estado mexicano
están llamadas a diseñar y emprender acciones estratégicas
para defender la soberanía y los intereses nacionales frente
a eventuales decisiones que pudieran afectar el empleo, las
inversiones y la calidad de vida de los mexicanos.

Desde su campaña electoral, el hoy presidente electo Do-
nald Trump formuló propuestas que van en contra de los
intereses de nuestro país; entre ellas la construcción de un

muro fronterizo y la cancelación del Tratado de Libre Co-
mercio con América del Norte.

Más recientemente, en lo que ya se conoce como la diplo-
macia del Twitter, advirtió sobre la imposición de arance-
les a las empresas que invierten en nuestro país y que ex-
portan a Estados Unidos, adoptando una postura
proteccionista que no solo resulta incompatible entre eco-
nomías cuyas cadenas de valor se han integrado tan exito-
samente, sino que también vulnera los acuerdos plasmados
en el propio tratado. 

Como Congreso mexicano, debemos rechazar tajantemen-
te que se insinúe siquiera que México se haya aprovechado
de Estados Unidos con nuestra alianza comercial. En ese
sentido el tratado puede renegociarse, pero solo partiendo
de diagnósticos reales y con la única finalidad de incre-
mentar los beneficios para todas las partes. 

En ese sentido, se trata de desechar la confrontación im-
productiva y procurar la negociación bilateral responsable,
en la cual el Estado mexicano emprenda acciones estraté-
gicas ante la eventualidad de decisiones que afecten los la-
zos comerciales y el flujo de inversiones. Pero, sobre todo,
los miles de empleos en estados como Aguascalientes,
Guanajuato, San Luis Potosí, Puebla, Jalisco o Querétaro;
solamente por mencionar algunos. 

Lo que impulsa el nuevo gobierno de Estados Unidos son
medidas de carácter proteccionista que, en caso de forma-
lizarse, afectarían las cadenas de valor que se han integra-
do de manera exitosa, así como el régimen de inversiones
en México y Estados Unidos y los acuerdos plasmados;
tanto en el Tratado de Libre Comercio, como a nivel global
en el seno de la Organización Mundial del Comercio. 

Solo con mensajes del Twitter, el virtual presidente Donald
Trump ha logrado que empresas de diversos ramos, como
el automotriz o el electrodoméstico, dejen de considerar a
nuestro país como el destino de sus inversiones, ocasio-
nando pérdidas de inversiones, infraestructura y empleos
en diversos estados de nuestro país. 

Frente a esta tormenta que se avecina del norte y el nuevo
contexto de la relación entre los dos países es indispensa-
ble reflexionar qué vamos a hacer como país, qué vamos a
hacer como Senado, qué vamos a ser como Congreso de la
Unión, qué vamos a hacer como sociedad para enfrentar
los escenarios futuros y gestionar los siguientes retos. 
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No se trata de asumir una posición ofensiva, sino de gene-
rar confianza y seguridad en una época caracterizada por la
incertidumbre. Tampoco podemos caer en la confronta-
ción, el proteccionismo, mucho menos en los insultos, pe-
ro sí debemos definir claramente nuestra postura en torno
a los asuntos que afectan a los mexicanos. México tiene an-
te sí la oportunidad de ser un factor de certidumbre a nivel
global, acentuando con responsabilidad y de forma consis-
tente con sus principios de la política exterior, por eso esta
reforma a la Ley de Protección al Comercio y la Inversión
Extrajera.

Como la nación soberana y digna que integramos, tenemos
las fortalezas y la confianza necesaria para participar en la
definición de los nuevos términos y condiciones de la rela-
ción bilateral y adoptar medidas internas que prevengan
una posible afectación a nuestros intereses comerciales.

Con esta reforma que hoy presentamos, el Grupo Parla-
mentario del PRI también manifiesta su adhesión a la pos-
tura del presidente Enrique Peña Nieto, de rechazar condi-
ciones que atenten contra nuestra soberanía y dignidad, así
como de abrir las puertas del diálogo y la negociación de
los temas de la agenda bilateral, con un enfoque basado en
la cooperación y la corresponsabilidad mutuas en respeto
recíproco y una visión de largo plazo.

Como legisladores somos corresponsables con el Ejecutivo
federal de la política exterior y en esa condición la iniciati-
va que presentamos ante el pleno de esta Honorable Comi-
sión Permanente, busca proteger a la economía nacional de
normas que eventualmente se adopten en Estados Unidos
con efectos extraterritoriales que contravengan el acuerdo
comercial regional y las normas de comercio internacional.

Asimismo contempla proteger a la economía nacional de
eventuales normas extranjeras, con efectos extraterritoria-
les que afecten el derecho internacional o el derecho su-
pranacional. Para ello, se propone prohibir explícitamente
a las personas y empresas que han arraigado en nuestro pa-
ís y que radiquen en nuestro territorio nacional, la realiza-
ción de actos que afecten el comercio y la inversión cuan-
do tales acciones sean motivadas por normas extrajeras que
violen los tratados firmados por nuestro país, como el Tra-
tado de Libre Comercio.

Para facilitar la aplicación efectiva de esta reforma, se pro-
pone precisar que bastaría que el Estado mexicano denun-
cie el tratado vulnerado ante las instancias internacionales

correspondientes; adicionalmente, la iniciativa propone ac-
tualizar e incrementar las sanciones previstas en la ley pa-
ra las empresas y personas que afecten el comercio y la in-
versión en acatamiento indebido o irregular a leyes
extranjeras. Se trata, subrayo, de una norma de carácter di-
suasivo que busca preservar los intereses económicos na-
cionales y ampliar, por supuesto, el abanico de mecanis-
mos de protección de carácter nacional y regional e
internacional en materia de comercio e inversión.

Lo que propone esta iniciativa es adecuar la Ley de Pro-
tección al Comercio y la Inversión de Normas Extranjeras
que contravenga sin duda el derecho internacional, aproba-
da por el Congreso de la Unión en el mes de septiembre de
1996 y publicada en el Diario Oficial de la Federación en
octubre 23 del mismo año.

Senadoras, senadores; diputadas, diputados federales, de-
bemos reforzar el andamiaje legal e institucional de Méxi-
co para que un Twitter no se traduzca en fuga de inversio-
nes, pérdida de empleos o afectación de nuestra moneda.

Hoy tenemos la oportunidad de reafirmarnos como nación
soberana aprovechando la tradición de política exterior que
nos respalda. Diseñemos las herramientas legislativas para
hacer frente a la intolerancia, al antimexicanismo y el pro-
teccionismo. Estamos a tiempo. Es cuanto, presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 1o. y 9o. de la Ley de
Protección al Comercio y la Inversión de Normas Extran-
jeras que contravengan el Derecho Internacional, a cargo
del senador Arturo Zamora Jiménez, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

El que suscribe, Arturo Zamora Jiménez, senador de la re-
pública de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, y 78, fracción III, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como 55, frac-
ción II, y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a consideración de esta soberanía la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se adiciona una frac-
ción IV al artículo 1 y se reforman las fracciones I, II y III
del artículo 9 de la Ley de Protección al Comercio y la In-
versión de Normas Extranjeras que contravengan el Dere-
cho Internacional, al tenor de la siguiente



Exposición de Motivos

La toma de protesta de Donald Trump apunta el comienzo
de una nueva etapa en las relaciones de México con los Es-
tados Unidos de América, un país con el que compartimos
profundos vínculos históricos, políticos, económicos, co-
merciales y culturales y en el que residen 35 millones de
mexicanos, 12 de ellos indocumentados.

En este momento de oportunidad que representa la transi-
ción de gobierno estadunidense, las instituciones del Esta-
do mexicano están llamadas a diseñar y emprender accio-
nes estratégicas para defender la soberanía y los intereses
nacionales ante eventuales decisiones que pudieran afectar
la vida de los mexicanos.

Por ello, los integrantes del grupo parlamentario manifes-
tamos nuestro respaldo total al presidente Enrique Nieto,
cuando sostiene que bajo ninguna circunstancia se acepta-
rán condiciones que atenten contra nuestra dignidad. Del
mismo modo, hacemos nuestra la premisa de que la sobe-
ranía de México y el bienestar de los mexicanos no son ne-
gociables.1

Como es ampliamente conocido desde la campaña electo-
ral, que el presidente Trump ha formulado propuestas que
van en contra de los intereses de nuestro país, entre ellas la
construcción de un muro recientemente, ya como presiden-
te electo, fue más allá al amenazar con la imposición de
aranceles a las empresas que invierten en nuestro país,
adoptando una postura proteccionista que no solo resulta
incompatible entre economías cuyas cadenas de valor se
han integrado tan exitosamente, sino que también vu1nera
los acuerdos plasmados en el TLCAN.

Al margen de lo descabelladas y erráticas que han sido mu-
chas de las propuestas del presidente Trump, e independien-
temente de su viabilidad, estas deben ser tomadas en serio,
sobre todo, debemos estar conscientes de que son tan solo al-
gunos de los retos que están por venir, en una era que se an-
toja desafiante, mas no por ello imposible de resolver.

Históricamente, la política exterior de México ha estado
forjada y ha sido reconocida en todo el mundo, precisa-
mente por la relación con Estados Unidos de América, la
más grande de las superpotencias en toda la historia de la
humanidad, con la cual, a pesar de episodios dolorosos y
desacuerdos históricos, hemos logrado construir una rela-
ción de beneficios y respeto mutuo, con miras a la prospe-
ridad compartida entre ambas naciones.

Durante prácticamente todo el siglo XX y lo que va del
XXI, diálogo, incluso para ponerse de acuerdo sobre los
desacuerdos. El TLCAN es, quizás, la máxima expresión
del nivel de entendimiento que podemos alcanzar sin de-
mérito de nuestras discrepancias respecto a temas trascen-
dentales o las coyunturas mundiales. Basta recordar que, a
principios de la década de los noventa, pese a todas las di-
ficultades y las asimetrías evidentes entre un país y otro,2

México tuvo la capacidad de negociar un acuerdo comer-
cial que ha sido benéfico para todas sus partes y para el sis-
tema de comercio internacional en su conjunto.

De paso, México se ha convertido en uno de los principa-
les promotores del libre comercio y el multilateralismo,
transitando de una economía proteccionista a una econo-
mía abierta que compite sanamente con otras naciones del
mundo. Por lo mismo rechazamos tajantemente que se in-
sinúe siquiera que México se haya aprovechado de Estados
Unidos con nuestra alianza comercial. En ese sentido, el
TLCAN puede renegociarse, pero solo partiendo de diag-
nósticos reales y con la única finalidad de Incrementar los
beneficios para todas y cada una de sus partes.

En el contexto de los cambios que se avecinan en la políti-
ca económica estadounidense, es indispensable que nos
pongamos a reflexionar en qué vamos a hacer como país
para enfrentar los 

Escenarios futuros y gestionar los siguientes retos.

No se trata de asumir una posición ofensiva, sino de gene-
rar confianza y seguridad en una época caracterizada por la
incertidumbre. Tampoco podemos caer en la confronta-
ción, el proteccionismo -mucho menos en los insultos- pe-
ro sí debemos definir claramente nuestra postura en torno
a los asuntos que afectan a los mexicanos.

En este momento histórico, México tiene ante sí la oportu-
nidad de ser un factor de certidumbre a nivel global, ac-
tuando con responsabilidad y de forma consistente con sus
principios de la política exterior.

No debemos tener miedo. Como la nación soberana que so-
mos, tenemos las fortalezas necesarias para participar en la
definición los nuevos términos y condiciones de la relación
bilateral con los Estados Unidos, especialmente tratándose
de una posible renegociación del TLCAN.

Ante este escenario tan desafiante, es tiempo de formular’
propuestas concretas que nos preparen ante cualquier esce-
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nario que pudiera poner en riesgo los intereses nacionales,
sobre todo considerando que el hoy presidente electo,
cuenta con holgadas permitirían aprobar normas con con-
secuencias negativas para México.

En ese sentido, la inversión y la competitividad de nuestro
país son algunas de las cuestiones que podrían verse afec-
tadas directamente por las determinaciones adoptadas en
los Estados Unidos. En las últimas semanas, hemos visto
que menos de 140 caracteres en Twitter son más que sufi-
cientes para que empresas dejen de considerar a nuestro pa-
ís como el destino de sus inversiones, ocasionando pérdi-
das de recursos y de empleos en nuestros estados. Si un
solo tuitt ocasiona esto, imaginemos qué pasaría con una
medida ejecutiva o una ley que pudiera afectar la inversión
y el comercio. De ahí la relevancia del Poder Legislativo y,
particularmente, del Senado de la República como corres-
ponsable de las relaciones internacionales.

El Poder Ejecutivo tiene la atribución de dirigir la política
exterior de nuestro país, pero los legisladores desempeña-
mos una función igualmente importante para la defensa de
la soberanía y el bienestar de los mexicanos: La Constitu-
ción, las leyes aprobadas por el Congreso de la Unión y los
Tratados firmados por nuestro país, en otras palabras, la
Ley Suprema de toda la Unión, tal y como lo refiere el ar-
tículo 133 constitucional, debe ser uno de Estados Unidos
y el mundo, así como para proteger a los mexicanos, la in-
versión y el empleo.

Nuestra historia de política exterior juega a nuestro favor.
En el concierto de las naciones, México siempre se ha con-
ducido de forma consistente con los fundamentos del De-
recho Internacional y con estricto apego a los principios de
la autodeterminación de los pueblos; la no intervención; la
solución pacífica de controversias; la proscripción de la
amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacio-
nales; la igualdad jurídica de los Estados; la cooperación
internacional para el desarrollo; el respeto, la protección y
promoción de los derechos humanos y la lucha por la paz
y la seguridad internacionales; todos ellos consagrados en
el artículo constitucional.

Esta tradición diplomática, plasmada en diversas normas
jurídicas nacionales, también nos hace un país mejor pre-
parado para la nueva etapa de la relación bilateral con Es-
tados Unidos de América.

Frente a la intolerancia, las amenazas y la arbitrariedad, la
ley y la protección de la soberanía y los intereses nacionales.

Contenido de la iniciativa

De acuerdo con el artículo 73, fracción XXIX-F de nuestra
Carta Magna, el Congreso de la Unión está facultado para
expedir leyes tendentes a la promoción de la inversión me-
xicana, la regulación de la inversión extranjera, la transfe-
rencia de tecnología y la generación, difusión y aplicación
de los conocimientos científicos y tecnológicos que re-
quiere el desarrollo nacional.

Con base en el citado fundamento constitucional, la pre-
sente iniciativa busca proteger a la economía nacional de
eventual a normas extranjeras con efectos extraterritoriales
que contravienen al derecho internacional. Para ello, se
propone prohibir explícitamente a las personas y empresas
que radiquen en el territorio nacional, la realización de ac-
tos que afecten al comercio y la inversión, cuando tales ac-
ciones sean motivadas por normas extranjeras que violen
los tratados firmados por nuestro país, como el TLCAN.

Para facilitar la aplicación efectiva de esta reforma, se pro-
pone vulnerado ante las instancias internacionales corres-
pondientes. Adicionalmente, esta iniciativa propone actua-
lizar e incrementar las sanciones previstas en la ley para las
empresas y personas que afecten al comercio y la inver-
sión, en acatamiento a leyes extranjeras.

El ordenamiento que se propone adecuar es la Ley de Pro-
tección al Comercio y la Inversión de Normas Extranjeras
que contravengan el Derecho Internacional, aprobada por
el Congreso de la Unión en septiembre de 1996 y publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el 23 de octubre de
ese mismo año.

Esta legislación fue la respuesta del Estado mexicano a las
leyes denominadas Torricelli, Helms-Burton y D’ Amato-
Kennedy, aprobadas por el Congreso de Estados Unidos de
América en los años 1992, 1995 y 1996, respectivamente,
con la finalidad de imponer sanciones a las empresas y per-
sonas que establecieran relaciones comerciales con Cuba.

Cabe señalar que, al igual que muchas de las pretensiones
del presidente Trump, estas acciones legislativas fueron
motivadas por fines político-electorales generando un im-
portante apoyo doméstico, pero, al mismo tiempo, un re-
chazo prácticamente generalizado por parte de la comuni-
dad internacional.3

En aquellos tiempos, México aprovechó cada foro para
manifestar su rechazo en contra de todo intento extranjero
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de aplicar extraterritorialmente normas jurídicas que afec-
taran sus intercambios comerciales y de inversión.4 Con la
aprobación de la Ley Protección al Comercio y la Inversión
de Normas Extranjeras que contravengan el Derecho Inter-
nacional, nuestro país dio todavía un paso más para garan-
tizar su soberanía, entendida en términos de Jellinek, esto
es, como “la capacidad de un Estado para determinarse de
un modo autónomo jurídicamente”.5

Por el propio contexto en el que fue aprobada, esta ley re-
dactada en clave del embargo económico a Cuba. Así, por
ejemplo, el artículo 1o. define que una ley tiene efectos ex-
traterritoriales que afectan al comercio o la inversión de
México cuando tenga o pueda tener como objetivos:

I. Que pretenda imponer un bloqueo económico o in-
cluso limitar la inversión hacia un país para provo-
car el cambio en su forma de gobierno.

II. Que permita reclamar pagos a particulares con moti-
vo de expropiaciones realizadas en el país al que se apli-
que el bloqueo.

III. Que prevea restringir la entrada al país que expide la
ley como uno de los medios para alcanzar los objetivos
antes citados.6

A casi 19 años de la expedición de esta ley y de cara a los
nuevos escenarios que se avecinan, resulta pertinente ade-
cuarla para blindar al país de cualquier intención arbitraria
y extraterritorial, con estricto apego a los postulados del
derecho internacional.

En 1996 tomamos una decisión valiente que nos ganó re-
conocimiento y prestigio en todo el mundo. Hoy, tenemos la
oportunidad de reafirmamos como nación soberana, aprove-
chan la tradición de política exterior que nos respalda.

Al introducir el supuesto de la violación de los tratados in-
ternacionales, estaríamos ampliando los mecanismos de
protección para el comercio y la inversión en México, en
caso de que el Congreso de Estados Unidos llegara a apro-
bar normas que vayan en contra del TLCAN y pudieran
afectar las empresas que radican en territorio nacional.

Vale la pena subrayar que el Tratado de Libre Comercio
contempla disposiciones y activar mecanismos para, la so-
lución de controversias, sin embargo, de acuerdo con el ar-
tículo 26 de la Convención de Viena sobre el derecho de
los tratados, la observancia de este tipo de instrumentos in-

ternacionales se rige por el principio Pacta sunt servanda,
es decir, son cumplidos por sus partes de buena fe, lo que
significa que, en caso de incumplimiento, no existe un po-
der superior a los Estados que tenga la facultad de ejercer
mecanismos de coerción. En todo caso, como refiere Alon-
so Gómez-Robledo: “El incumplimiento o inejecución de
cualquiera de las obligaciones insertas en el tratado es sus-
ceptible de ser sancionado por el derecho internacional, a
través del mecanismo de responsabilidad internacional.7

Queda claro que en el derecho internacional no existe dis-
posición alguna para obligar a un Estado a cumplir con sus
compromisos internacionales, no obstante, con la aproba-
ción de esta iniciativa, México enviaría una señal contun-
dente sobre su determinación para defender la soberanía
nacional frente a toda norma estadounidense con efectos
extraterritoriales que pudiera dañar a las empresas y al
mercado interno de nuestro país.

En síntesis, con la aprobación de esta iniciativa, contare-
mos con los retos que se vislumbran en el futuro.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, me permito
someter a consideración de esta asamblea el siguiente pro-
yecto de 

Decreto

Único. Se adiciona una fracción IV al artículo1o. y se re-
forman las fracciones I, II y III del artículo 90 de la Ley de
Protección al Comercio y la Inversión de Normas Extran-
jeras que contravenga el Derecho Internacional, para que-
dar como sigue:

Ley de Protección al Comercio y la Inversión de Nor-
mas Extranjeras que Contravengan el Derecho Inter-
nacional

Artículo 1o. Se prohíbe a las personas físicas o morales, pú-
blicas o privadas que se encuentren en el territorio nacional,
a aquéllas cuyos actos ocurran o surtan efectos total o par-
cialmente mexicanas, realizar actos que afecten el comercio
o la inversión, cuando tales actos sean consecuencia de los
efectos extraterritoriales de leyes extranjeras.

Se entenderá que una ley extranjera tiene efectos extrate-
rritoriales que afectan el comercio o la inversión de Méxi-
co, cuando tenga o pueda tener cualesquiera de los si-
guientes objetivos:
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I. Que pretenda imponer un bloqueo económico o inclu-
so limitar la inversión hacia un país para provocar el
cambio en su forma de gobierno.

II. Que permita reclamar pagos a particulares con mo
ivo expropiaciones realizadas en el país al que se apli-
que bloqueo.

III. Que prevea restringir la entrada al país que expide la
ley como uno de los medios para alcanzar los objetivos
antes citados.

IV. Que pretenda imponer obstáculos para la inver-
sión y el comercio en México transgrediendo disposi-
ciones contenidas en los tratados internacionales fir-
mados por México y el país de origen de la norma
extranjera con efectos extraterritoriales. Para que
dicha ley extranjera entre en este supuesto, bastará
que el Estado mexicano correspondientes.

Artículo 9o. Sin perjuicio de las responsabilidades de ca-
rácter civil, penal o de otra índole que puedan generarse
por la violación de los artículos 10, 20 y 30, la Secretaría
de Relaciones Exteriores podrá imponer, al infractor, las
sanciones administrativas siguientes:

I. Por violación al primer párrafo del artículo 1o., multa
hasta por 150,000 Unidades de Medida y Actualización
vigentes al momento de configurarse la infracción.

II. Por violación al artículo 2o., multa hasta por 75 mil
Unidades de Medida y Actualización vigentes al mo-
mento de configurarse la infracción.

III. Por violación al artículo 3o., con amonestación. Si
se trata de la segunda infracción, multa hasta por 1,500
Unidades de Medida y Actualización vigentes al mo-
mento de configurarse la infracción.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Véase Presidencia de la República. Comunicado “En la nueva etapa
de relaciones con EUA, en ningún momento aceptaremos nada en con-
tra de nuestra dignidad coma país ni como mexicanos: EPN”, 11 de
enero de 2017, disponible en 

http://www.gob.mx/presidencia/prensa/en-la-nueva-etapa-de-
relacionescon-eua-en-nin un-momento-aceptaremos-nada-en-con-
tra-de-nuestra-dignidad-como-pais-ni-como-mexicanos-epn

2 Sola para recordar a principios de la década de las noventa, cuando
se negoció el TLC, México venía de superar circunstancias todavía
más complejas que las actuales, coma la renegociación de la deuda ex-
terna y la crisis financiera de 1987. El mundo, par su parte, experi-
mentaba cambios de gran calado, como la caída del muro de Berlín, la
desintegración de la Unión Soviética y la reivindicación hegemónica
de Estados Unidas de América. Véase, C. Salinas de Gartari (2000),
México. Un paso difícil a la modernidad. México, Plaza & Janes Edi-
tares, primera edición, páginas 3-157.

3 Véase Enciclopedia EcuRed, Conocimiento con todos y para todos.

https://www.ecured.cu/EcuRed:Enciclopedia cubana

4 Véase: Revista Mexicana de Política Exterior, número 53, febrero de
1998, páginas 234-236.

5 G. Jellinek. Teoría general del Estado (2000), México, Fondo de Cul-
tura Económica, página 449.

6. Las negritas son nuestras.

7 Alonso Gómez-Robledo Verduzco, (1986) “El Tratado de Libre Co-
mercio a la Luz del Derecho Internacional, en Temas selectos de dere-
cho internacional, México, UNAM-IU, página 140.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de enero de 2017.— Senado-
res: Arturo Zamora Jiménez, Aarón Iriza López (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Agui-
lar:  Gracias, diputado Zamora Jiménez. Túrnese a la
Comisión de Comercio y Fomenta Industrial de la Cá-
mara de Senadores. 

La diputada María Bárbara Botello Santibáñez (desde
la curul). Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sí, diputada. Adelante, diputada Botello.

La diputada María Bárbara Botello Santibáñez (desde
la curul): Para felicitar al senador Zamora por esta iniciati-
va tan oportuna. Pedirle si nos permite suscribirnos a la
misma. Esto da una gran seguridad jurídica a las inversio-
nes para nuestro país, y sobre todo promover el respeto al
derecho internacional.
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El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Botello. 

El diputado da su anuencia para todos aquellos que quieran
suscribir esta iniciativa. Está a su disposición en la Mesa
Directiva. 

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos la diputada Angé-
lica Moya Marín, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Aviación Civil, suscrita por el diputado Alfredo Ja-
vier Rodríguez Dávila, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional.

La diputada Angélica Moya Marín: Gracias, señor presi-
dente, con su venia. Señoras y señores legisladores. Es in-
negable el acelerado crecimiento que ha tenido la industria
aérea de transporte de pasajeros en México, particularmen-
te durante los últimos cinco años. A pesar de la expansión
de este mercado, hay un factor fundamental que se sigue
arrastrando y por el cual se ha hecho muy poco. La insatis-
facción de los pasajeros.

Mientras que por una parte las compañías de aviación civil
comercial se encuentran en una situación favorecedora al
contar cada vez con mayor número de pasajeros y, por en-
de, una mayor ocupación en sus vuelos así como la dismi-
nución en los precios de la turbosina, lo cual da como re-
sultado mejores márgenes de ganancia, por otra parte han
sido mínimos lo esfuerzos por mejorar la experiencia de los
usuarios.

Los problemas que enfrenta el transporte aéreo en materia
de atención a los pasajeros, son diversos, basta con revisar
el número y las principales causas de quejas presentadas
ante la Procuraduría Federal del Consumidor para tener un
panorama sobre el estado actual del sector.

Al hacer una revisión sobre las principales materias de re-
clamación por parte de los pasajeros ante la Procuraduría
Federal del Consumidor, se pueden encontrar diversos e
importantes temas, los cuales son señalados a continua-
ción:

El aumento de las ventas por internet le ha permitido a las
aerolíneas ofrecer sus servicios a través de este medio te-
niendo como resultado mayor alcance y menores costos de
operación. Sin embargo una vez que el usuario trata de ad-
quirir boletos con las tarifas publicadas, descubre que re-
sulta prácticamente imposible acceder a dichos precios
pues además de sumarse los impuestos que por ley corres-
ponden la aerolínea agrega diversos servicios adicionales
los cuales no son opcionales para el usuario y se vuelven
en condicionantes para obtener el boleto.

Por ello es necesario que se obligue a los concesionarios o
permisionarios a volver el proceso de compra más simple
y transparente para el pasajero, publicando desde el primer
momento el costo total del boleto, impuestos incluidos, y
se les impida agregar de forma automática servicios que no
hayan sido expresamente solicitados por el pasajero.

Otro tema que causa gran indignación entre los usuarios es
la discriminación por parte de las aerolíneas a personas con
discapacidad. Es necesario que se legisle en ese sentido y
que se sancione a los concesionarios permisionarios que in-
cumplan con la regulación para garantizar que los pasajeros
con discapacidad no enfrenten obstáculos al transportarse.

Otra de las prácticas que debe revisarse es la decisión unila-
teral de las aerolíneas de realizar la cancelación de boletos a
pasajeros que no hicieron uso del servicio para trasladarse en
alguno de los trayectos. Generalmente las aerolíneas cance-
lan el boleto para el resto de vuelos si el pasajero no abordó
en uno de los trayectos previos. Esta práctica debe de prohi-
birse y las aerolíneas deben de respetar los boletos que han
sido adquiridos por el pasajero, pues el concesionario o per-
misionario no puede argumentar perjuicio alguno o señalar
argumentos que la justifiquen.

Para el pasajero resulta un verdadero viacrucis realizar
cambios o transferencia de boletos. Al no existir una regu-
lación al respecto las aerolíneas imponen condiciones ex-
cesivas al pasajero, así como la aplicación de cargos que en
muchos casos sufren el costo original del boleto, por lo
cual en muchas ocasiones el consumidor prefiere darlo por
perdido.

Es necesario establecer condiciones claras que peritan que
el pasajero conozca desde el primer momento qué opciones
tiene en caso de requerir algún cambio.

Otro de los problemas que se presentan con mayor fre-
cuencia es la impuntualidad de las aerolíneas en sus opera-
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ciones. Para combatir este problema es necesario responsa-
bilizar a las aerolíneas por sus demoras, y compensar al pa-
sajero para que recupere al menos una parte del costo de
oportunidad que representa perder horas esperando su vue-
lo, y al mismo tiempo obligue a las aerolíneas a mejorar sus
estándares y a ofrecer un servicio eficiente.

La legislación mexicana también debe de incorporar regu-
laciones que le otorguen al pasajero el derecho de realizar
cancelaciones, conociendo desde el primer momento los lí-
mites que tiene la aerolínea en cuanto a penalizaciones, y
con ello, tomando la mejor decisión de manera informal.

Se propone también retomar las disposiciones referentes al
equipaje del Reglamento en la ley, con el fin de sancionar
a los concesionarios o permisionarios que no respeten este
derecho.

Por otro parte es necesario actualizar los montos de indem-
nización para el pasajero en caso de que la aerolínea extra-
víe o dañe su equipaje. Bajo estos antecedentes, la presen-
te iniciativa busca reforma la Ley de Aviación Civil para
crear un catálogo de derechos del pasajero, y que las aero-
líneas que operan en territorio nacional lo hagan con los
más altos estándares de calidad, apegadas a las mejores
prácticas internacionales.

Se debe entender que el papel de este medio de transporte
va más allá de movilizar personas. Es también el de pro-
porcionarle al país conectividad con el mundo, elemento
fundamental para el desarrollo económico de México. Es
cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Aviación Civil, suscrita por el diputado Alfre-
do Javier Rodríguez Dávila, del Grupo Parlamentario del
PAN

El que suscribe, Alfredo Javier Rodríguez Dávila, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacional en
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, y con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como el 122 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos somete a conside-
ración del pleno de esta asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
lo 69 y 81 de Ley de Aeropuertos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Es innegable el acelerado crecimiento que ha tenido la in-
dustria aérea de transporte de pasajeros en México, parti-
cularmente durante los últimos cinco años. Tan sólo duran-
te 2014, se transportaron más de 65 millones de personas a
través de los aeropuertos nacionales, cifra que supera am-
pliamente los 48 millones de pasajeros trasladados durante
2010. Las cifras más recientes de la Dirección de Aeronáu-
tica Civil, señalan que durante diciembre de 2015, 6.9 mi-
llones de pasajeros utilizaron alguno de los 58 aeropuertos
comerciales del país, para realizar vuelos nacionales o in-
ternacionales.

A pesar de la expansión de éste mercado, hay un factor fun-
damental que se sigue arrastrando y por el cual poco se ha
hecho: la satisfacción de los pasajeros. Mientras que por
una parte, las compañías de aviación civil comercial se en-
cuentran en una situación favorecedora al contar cada vez
con mayor número de pasajeros y, por ende, una mayor
ocupación en sus vuelos, así como la disminución en los
precios de la turbosina, lo cual da como resultado mejores
márgenes de ganancia, por otra parte han sido mínimos los
esfuerzos por mejorar la experiencia del pasajero.

Fuente: Elaboración propia con datos extraídos de Aeropuerto Inter-
nacional de la Ciudad de México, Índice de puntualidad sept. 2015.
Disponible en http://www.sct.gob.mx/fileadmin/DireccionesGrales/
DGAC/04%20Estadisticas%202012/Estadistica_2015/Indice_de_Pun-
tualidad_AICM_2015_Sep.xlsx Consultado el 22 de febrero de 2016.

De acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018,
uno de los retos relevantes para sector de transportes en el
país es “generar condiciones para una movilidad de perso-
nas integral, ágil, segura, sustentable e incluyente, que in-
cremente la calidad de vida”.1 La aviación civil comercial
al ser uno de los principales medios para el traslado de per-
sonas en México, no puede quedarse al margen y debe im-
plementar acciones concretas para garantizar la satisfac-
ción de los pasajeros que se movilizan a través de ella.
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Es necesario crear condiciones para que las aerolíneas que
operan en territorio nacional lo hagan con los más altos es-
tándares de calidad, sujetas a las mejores prácticas interna-
cionales. Se debe entender que el papel de éste medio de
transporte va más allá de movilizar personas, es también el
de proporcionarle al país conectividad con el mundo, ele-
mento fundamental para el desarrollo económico.

El objetivo de la presente propuesta, es alinear el marco ju-
rídico mexicano considerando las legislaciones más bené-
ficas para el usuario, tratados internacionales suscritos por
México como lo es el Convenio de Montreal, y recomen-
daciones de la Asociación de Transporte Aéreo Internacio-
nal (IATA por sus siglas en inglés), con el fin de mejorar la
experiencia de los usuarios del transporte aéreo regular, a
través de la implementación de mecanismos que regulen el
servicio ofrecido por las aerolíneas, para aumentar sus ni-
veles de eficiencia, competitividad y calidad.

Planteamiento del problema

Los problemas que enfrenta el transporte aéreo en materia
de atención a los pasajeros, son diversos, basta con revisar
el número y las principales causas de quejas, presentadas
ante la Procuraduría Federal del Consumidor para tener un
panorama sobre el estado actual del sector. Más preocu-
pante aún, es ver que las aerolíneas nacionales lideran las
listas de inconformidades, mientras que las aerolíneas in-
ternacionales que operan en el país tienen números más
discretos. Aún si se construyera un índice considerando la
cantidad de pasajeros que se trasladan a través de cada una,
las aerolíneas nacionales se mantendrían arriba. Las seis
principales aerolíneas nacionales  recibieron 1762 quejas
durante el año 2015, mientras que las 25 aerolíneas inter-
nacionales que operan en el país, recibieron 199 quejas du-
rante el mismo periodo, lo cual refleja mayor presencia de
prácticas que resultan insatisfactorias para el pasajero.

Al hacer una revisión sobre las principales materias de re-
clamación por parte de los pasajeros ante la Procuraduría
Federal del Consumidor, se pueden encontrar diversos e
importantes temas los cuales son señalados a continuación:
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Poca claridad en la venta de boletos

El aumento de las ventas por internet le ha permitido a las
aerolíneas ofrecer sus servicios a través de éste medio, te-
niendo como resultado mayor alcance y menores costos de
operación. Son diversas las estrategias de las aerolíneas pa-
ra atraer clientes potenciales a sus sitios de internet, las
cuales van desde pagar inserciones en otras páginas, hasta
campañas de publicidad en otros medios de comunicación
como lo son periódicos, la radio y la televisión, anuncian-
do ambiciosas promociones. Sin embargo, una vez que el
usuario trata de adquirir boletos con las tarifas publicadas,
descubre que resulta prácticamente imposible acceder a di-
chos precios pues además de sumarse los impuestos que
por ley corresponden, la aerolínea agrega diversos servi-
cios adicionales, los cuales no son opcionales para el usua-
rio y se vuelven en condicionantes para obtener el boleto.

Este tema ya ha sido analizado en diversos países al consi-
derarse directamente como publicidad engañosa. Destaca
el fallo emitido por el Tribunal de Justicia Europeo que ha
dictaminado que las búsquedas y reservas de vuelos por In-
ternet deben mostrar el precio final desde un principio.

El precio final que deba pagarse ha de precisarse cada vez
que se indiquen los precios de los servicios aéreos, inclui-
da la primera vez que aparezca en la pantalla. Eso es así no
sólo respecto del servicio aéreo seleccionado por el clien-
te, sino también respecto de cada servicio aéreo cuya tari-
fa aparezca en la pantalla.2

También la IATA en sus disposiciones para la protección de
los usuarios se pronuncia al respecto y sugiere que exista la
mayor transparencia en el boleto:

Los pasajeros deben tener acceso claro, transparente a la si-
guiente información: Información de tarifas, incluyendo
los impuestos y cargos, antes de comprar un billete;3

Por ello, es necesario que se obligue a los concesionarios o
permisionarios a volver el proceso de compra más simple
y transparente para el pasajero, publicando desde el primer
momento el costo total del boleto impuestos incluidos, y se
les impida a agregar de forma automática servicios que no
hayan sido expresamente solicitados por el pasajero. Esto
permitiría que el consumidor conozca en todo momento
cuánto va a pagar y pueda consultar de manera sencilla di-
versas opciones para tomar su decisión de compra de ma-
nera informada.

Discriminación

Un tema que causa gran indignación entre los usuarios de
servicios de transporte aéreo, es la discriminación por par-
te de las aerolíneas a personas con discapacidad. Aunque la
circular obligatoria CO SA-09.2/13 de la Dirección Gene-
ral de Aeronáutica Civil señala que “los concesionarios y
permisionarios de servicio al público de transporte aéreo,
deben permitir el abordaje a una persona con discapacidad
y o movilidad reducida, incluyendo personas con discapa-
cidad intelectual o psicosocial, sin asistente”, existen que-
jas presentadas ante el Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación, en las cuales personas con discapacidad
señalan que debido a su condición, personal de las aerolí-
neas les ha impedido abordar.4 Nuevamente, se trata de una
materia que ya se encuentra legislada en otras partes del
mundo, como es el caso de la Unión Europea:

Los transportistas aéreos encargados de efectuar vuelos da-
rán prioridad al transporte de las personas con movilidad
reducida y sus acompañantes o perros de acompañamiento
certificados, así como de los menores no acompañados.5

Las disposiciones de la IATA para la protección de los
usuarios señalan al respecto que:

Las compañías aéreas deben ayudar a los pasajeros con
movilidad reducida de una manera compatible con las nor-
mas de seguridad pertinentes y las consideraciones opera-
cionales;6

Por lo anterior, es necesario que se legisle en éste sentido y
que se sancione a los concesionarios o permisionarios que
incumplan con la regulación, para garantizar que los pasa-
jeros con discapacidad no enfrenten obstáculos al transpor-
tarse.

Cancelación de vuelos con conexión o redondos, por no
utilizar algún tramo

Otra de las prácticas que debe de revisarse es la decisión
unilateral de las aerolíneas de realizar la cancelación de bo-
letos a pasajeros que no hicieron uso del servicio para tras-
ladarse en alguno de los trayectos, es decir, pasajeros que
compraron vuelos de los denominados redondos –ida y
vuelta- o con conexión, aquellos que requieren de varios
vuelos para llegar a un destino. Generalmente,  las aerolí-
neas cancelan el boleto para el resto de vuelos si el pasaje-
ro no abordó en uno de los trayectos previos.
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También sobre este tema existen antecedentes en otros paí-
ses por calificar este proceder como abusivo y perjudicial
para el pasajero. Tribunales en Europa han condenado ésta
situación y en las controversias presentadas han resuelto en
favor del usuario. Destaca el razonamiento realizado por el
Juzgado de lo Mercantil en Bilbao, España, ya que señala
que es injustificable la cancelación que hace la aerolínea en
estos casos, pues lo que busca es vender nuevamente algo
que ya estaba vendido:

No cabe aducir que la compañía padece un perjuicio por
dejar un asiento libre que podría ocupar otro pasajero. En
primer lugar, porque podría disponer de la plaza si hay lis-
ta de espera y, aunque no fuera así, no habría perjuicio al-
guno del transportista, que percibe el precio del viajero que
no embarca en el trayecto de ida. El juzgado reconoce con-
tundente: lo que pierde la compañía aérea es la posibilidad
de vender por segunda vez el billete a un nuevo pasajero,
la posibilidad de lucrarse dos veces. Y este perjuicio no jus-
tifica en ningún caso la cancelación del billete de vuelta.7

Por ello, ésta práctica debe de prohibirse y las aerolíneas
deben de respetar los boletos que han sido adquiridos por
el pasajero, pues el concesionario o permisionario no pue-
de argumentar perjuicio alguno o señalar argumentos que
la justifiquen.

Realizar cambios o transferencias de boletos

De acuerdo con datos de las propias aerolíneas, realizar un
cambio puede significar un gasto adicional para el usuario
de entre 290 y mil 700 pesos.8 Al no existir una regulación
al respecto, las aerolíneas imponen condiciones excesivas
al pasajero, así como la aplicación de cargos que en mu-
chos casos superan el costo original del boleto, por lo cual
en muchas ocasiones el consumidor prefiere darlo por per-
dido. Por esto, es necesario establecer condiciones claras al
respecto, que permitan que el pasajero conozca desde el
primer momento qué opciones tiene en caso de requerir
realizar algún cambio.

Retrasos

Uno de los problemas que se presentan con mayor fre-
cuencia es la impuntualidad de las aerolíneas en sus opera-
ciones. Este tema que parece se ha vuelto práctica habitual,
provoca pérdidas millonarias, frena la competitividad y la
productividad, convirtiéndose en un problema no sólo para
la economía mexicana, también para la conectividad del
país con el mundo. Tan sólo el pasado 20 de marzo, 4200

pasajeros resultaron afectados debido al retraso de 22 vue-
los y la cancelación de otros tres, debido a problemas ope-
rativos de dos aerolíneas.9

La Gráfica II expone las demoras atribuibles a las aerolí-
neas en el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de Méxi-
co, terminal desde la que se realizan la tercera parte de las
operaciones aéreas comerciales del país. Como se observa,
el porcentaje de retrasos de aerolíneas nacionales práctica-
mente duplica los promedios de las compañías internacio-
nales, lo cual permite ilustrar que se trata en buena medida
de un problema de malas prácticas locales. Es importante
remarcar que éstas cifras incluyen exclusivamente las de-
moras cuya responsabilidad es únicamente de la aerolínea,
es decir, no considera los retrasos por condiciones meteo-
rológicas, medidas aeroportuarias para garantizar la seguri-
dad operacional o dificultades con el abastecimiento de tur-
bosina, por mencionar algunos.

De acuerdo con la metodología de la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes para medir los índices de puntua-
lidad,  un vuelo se considera en horario si se realizó hasta
15 minutos después de lo que estaba previsto. Hablar de
demoras mayores a esto refleja problemas en la organiza-
ción de las aerolíneas que se han institucionalizado por fal-
ta de regulación. Más alarmante aún resulta observar casos
de aerolíneas que operan hasta con 40 por ciento de retra-
sos y que a pesar de haber sido evidenciadas sus malas
prácticas por diversos medios de comunicación10, siguen
sin corregir dicha situación.

Para combatir este problema, es necesario responsabilizar
a las aerolíneas por sus demoras y compensar al pasajero,
para que recupere al menos una parte del costo de oportu-
nidad que representa perder horas esperando su vuelo, y al
mismo tiempo, obligue a las aerolíneas a mejorar sus es-
tándares y ofrecer un servicio eficiente. 
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Para el cálculo de las compensaciones se propone tomar
como punto de partida el costo promedio de un vuelo na-
cional, de acuerdo a la metodología del Monitor del Esta-
do de la Actividad Aérea.11 La tarifa promedio de la prin-
cipal ruta en vuelos nacionales (Ciudad de
México-Cancún) durante 2015 fue de 2 mil 478.20 pesos.
Para la principal ruta internacional (Ciudad de México-Los
Ángeles) la tarifa promedio fue de 5 mil 290.20 pesos.

Fuente: Elaboración propia con datos extraídos de Monitor del Estado
de la Actividad Aérea. Disponible en http://www.imt.mx/micrositios/
integracion-del-transporte/monitor-del-estado-de-la-actividad-aerea-
monitoreaa.html Consultado el 22 de febrero de 2016.

Se proponen tres escenarios distintos en los que el pasaje-
ro pueda recibir una compensación por el retraso de su vue-
lo. En primer lugar, cuando sea mayor a dos horas, recibi-
rá una indemnización de lo que resulte más alto entre el
treinta por ciento del valor total que haya pagado por su bo-
leto, y diez Unidades de Medida y Actualización que equi-
valen a 730.40, lo que representa prácticamente la tercera
parte del valor del boleto promedio nacional. Para el se-
gundo escenario, cuando el retraso supere las cuatro horas,
el resarcimiento deberá ser de lo que resulte mayor entre el
sesenta por ciento del valor total del boleto y veinte Uni-
dades de Medida y Actualización, así como alimentos y be-
bidas. Por último, si el retraso fuera mayor a seis horas, la
compensación será de lo que resulte más alto entre el no-
venta por ciento del costo total del boleto y treinta Unida-
des de Medida y Actualización, también deberá proporcio-
narle alimentos y bebidas, y en caso de que aplique,
también hospedaje. En todos los casos el prestador del ser-
vicio deberá poner a disposición del pasajero los medios
necesarios para que se mantenga comunicado.

La aplicación de estas medidas en otras partes del mundo
ha ocasionado que las aerolíneas con tal de evadir las com-
pensaciones previstas, opten por cancelar el vuelo después
de un retraso, dejando a los pasajeros sin poder trasladarse
después de haber soportado horas de espera. Para impedir

que dichas prácticas se repliquen en México, se propone
que si después de una demora el vuelo es cancelado, el
usuario sea compensado con cuarenta Unidades de Medida
y Actualización, y le sea reembolsado el costo total de su
boleto.

Negativa de aerolíneas a las solicitudes de cancelación
de boleto por parte de los usuarios

Otra de las quejas recurrentes de los pasajeros es la difi-
cultad para cancelar su boleto, aun dando aviso a la aerolí-
nea con anticipación. Los pasajeros que solicitan la cance-
lación del servicio contratado, se encuentran con
procedimientos complicados y penalizaciones abusivas,
que buscan que el pasajero desista. Al igual que con la ad-
quisición de cualquier producto o servicio, el pasajero de-
be tener el derecho a solicitar la cancelación o devolución
de su boleto si por alguna razón ya no va a hacer uso del
mismo. También es comprensible que por la propia natura-
leza del servicio de transporte aéreo, el concesionario o
permisionario busque obtener alguna compensación por la
cancelación, pero ésta debe quedar claramente regulada y
no ser establecida arbitrariamente por la aerolínea.

En otros países existe normatividad en la que se establecen
los montos máximos de penalización de acuerdo al tiempo
previo con el que el pasajero notifique a la aerolínea.
Muestra de ello, son las legislaciones de España, Colombia
y Argentina que son referidas a continuación:

Fuente: Elaboración propia con datos obtenidos de legislación espa-
ñola (Ley de Navegación aérea, artículo 95, y Real Decreto 2047/1981,
de 20 de agosto, por el que se establecen normas a seguir en caso de
anulación de plazas y reembolso de billetes en el transporte aéreo), le-
gislación colombiana (Reglamentos aeronáuticos 3.10.1.8.1. Desisti-
miento) y legislación argentina (Resolución 1532/98: Transporte Aé-
reo, artículo 13).
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La legislación mexicana también debe de incorporar regu-
laciones al respecto, que le otorguen al pasajero el derecho
de realizar cancelaciones, conociendo desde el primer mo-
mento los límites que tiene la aerolínea en cuanto a penali-
zaciones y, con ello, tomando la mejor decisión de manera
informada.

Equipaje

Si bien, el Reglamento de la Ley de Aviación Civil en su
artículo 38 señala el derecho que tiene el pasajero de trans-
portar hasta 25 kilogramos de equipaje de manera gratuita,
las aerolíneas imponen cláusulas con las que pretenden que
el usuario viaje con una cantidad menor de equipaje y, en
caso de excederse, pague una cuota adicional, violando
completamente éste derecho. Se propone retomar las dis-
posiciones referentes al equipaje del Reglamento en la Ley,
con el fin de sancionar de acuerdo a ésta, a los concesiona-
rios o permisionarios que no respeten este derecho.

Por otra parte, es necesario actualizar los montos de in-
demnización para el pasajero en caso de que la aerolínea
extravié o dañe su equipaje.  El Convenio de Montreal es-
tablece en el artículo 22, que en caso de destrucción, pér-
dida o avería del equipaje, el transportista deberá compen-
sar al pasajero con el pago de hasta mil derechos especiales
de giro12, lo cual equivale a 25 mil 280 pesos. Actualmen-
te, la Ley de Aviación Civil en su artículo 62, establece que
la indemnización por pérdida o avería del equipaje factura-
do será de hasta 75 salarios mínimos, es decir, 5 mil 478
pesos, cifra bastante lejana a la considerada por el Conve-
nio de Montreal y que definitivamente no corresponde con
el valor real del equipaje del usuario.

Cláusulas desmedidas

Bajo el concepto de reglas tarifarias, los concesionarios o
permisionarios imponen una serie de cláusulas que son to-
talmente favorecedoras para las aerolíneas, pero que dejan
al pasajero en estado de completa indefensión jurídica.
Ninguna cláusula en un contrato privado puede estar por
encima de la Ley, por ello, se propone que las condiciones
que vayan en contra de los derechos del pasajero estableci-
dos en la Ley, sean nulas, sin que el concesionario o per-
misionario interponer recursos para hacerlas válidas.

Es necesario dar atención a los reclamos de los usuarios,
creando marcos jurídicos que responsabilicen a los conce-
sionarios o permisionarios por sus actos. Con ello se esta-
blecerán las condiciones necesarias para impulsar una in-

dustria con aerolíneas más competitivas, capaces de satis-
facer las demandas esenciales de los pasajeros.

Pero además, es urgente darle al sector mayor transparen-
cia, para que el pasajero pueda tomar una decisión de com-
pra de manera informada. Por ello también se propone que
los concesionarios o permisionarios del servicio de trans-
porte aéreo comercial entreguen mensualmente Secretaría
informes, bitácoras, estadísticas, reportes e índices de re-
clamaciones a la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes, para que esta última los haga públicos a través de
sus plataformas de difusión, de manera accesible para el
pasajero.

Esta iniciativa busca crear un catálogo de derechos del pa-
sajero, por lo que además de los puntos ya expuestos, se re-
toman algunos postulados del Reglamento, con el fin por
una parte de dotarlos de la misma fuerza que el resto de
prerrogativas para garantizar su cumplimiento, y por otro,
que el pasajero encuentre en un solo ordenamiento, de ma-
nera clara y eficaz, los principales derechos a los que debe
tener acceso.

Por lo expuesto se somete a consideración de la Honora-
ble Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto mediante el cual se reforman diversas disposi-
ciones de la Ley de Aviación Civil

Artículo Único. Se adicionan el artículo 2, fracción VIII
bis, el artículo 49, se crea el artículo 49 bis, se modifica el
artículo 52 y el párrafo segundo del artículo 62 y se adi-
ciona un último párrafo al artículo 84  y la fracciones XIII,
XIV y XV al artículo 87 de la Ley de Aviación Civil, para
quedar como sigue: 

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

…

IV Bis. Boleto. Documento que contiene el contrato
realizado entre el  concesionario o permisionario y el
pasajero para efectuar el servicio de transporte. Pa-
ra el cálculo de compensaciones, indemnizaciones u
otras referencias que se hagan al boleto en la presen-
te Ley, se considerará el monto total incluyendo im-
puestos, comisiones, y cualquier otro cargo cubierto
por el pasajero.
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VIII Bis. Pasajero: persona que se traslada a través
del servicio de transporte aéreo. Tendrá ésta calidad,
desde el momento en que realiza el contrato con el
concesionario o permisionario, hasta que se cumpla
el objeto del mismo.

…

Artículo 49. El contrato de transporte de pasajeros es el
acuerdo entre un concesionario o permisionario y un pasa-
jero, por el cual el primero se obliga a trasladar al segundo,
de un punto de origen a uno de destino, contra el pago de
un precio.

El contrato deberá constar en un billete de pasaje o bo-
leto, el cual podrá ser emitido a través de medios fí-
sicos o electrónicos. Su formato se sujetará a lo espe-
cificado en la norma oficial mexicana correspondiente. 

La interpretación del contrato se sujetará a lo pre-
visto en la presente ley, al reglamento, las normas
oficiales mexicanas y las circulares obligatorias apli-
cables.

El concesionario o permisionario está obligado a
proporcionar un servicio de calidad y eficiente a sus
pasajeros. Para garantizar lo anterior, el contrato,
que se perfecciona con la compra del boleto, deberá
cumplir con cuando menos los siguientes derechos
del pasajero:

Es obligación de los concesionarios o permisionarios
de servicio al público de transporte aéreo presentar
al pasajero desde el primer momento el costo total
del boleto impuestos incluidos.

II. El permisionario o concesionario podrá ofrecer
servicios adicionales al pasajero, quien de manera
informada, consciente y libre decidirá su aceptación.
No podrán realizarse cargos adicionales que preten-
dan condicionar el transporte del pasajero al pago o
a la contratación obligatoria de servicios no solicita-
dos por el pasajero.

III. Los concesionarios o permisionarios deberán es-
tablecer mecanismos para garantizar el transporte
de personas con discapacidad, conforme a las medi-
das de seguridad operacional. Los pasajeros con dis-
capacidad que requieran transportar instrumentos
inherentes a su condición, podrán hacerlo de acuer-

do a lo estipulado por el artículo 50 de la presente
ley. No se podrán establecer condiciones o aplicar
cargos adicionales para permitir el abordaje de per-
sonas con discapacidad.

IV. El pasajero mayor de edad puede, sin pago de
ninguna tarifa, llevar a un infante menor de dos años
a su cuidado sin derecho a asiento y sin derecho a
franquicia de equipaje, por lo que el concesionario o
permisionario está obligado a expedir sin costo algu-
no a favor del infante el boleto y pase de abordar co-
rrespondientes.

V. El pasajero tiene derecho a un trato digno y a con-
tar con un alto nivel de información, que le permita
conocer sus opciones y tomar alternativas en caso de
requerirlas. Por ello, los concesionarios o permisio-
narios están obligados a informar de manera rápida
y expedita al pasajero en caso de que se produzcan
cambios en su itinerario o cualquier otra circunstan-
cia que pudiera afectar el servicio contratado. Lo de-
berán hacer a través de llamadas telefónicas, corre-
os electrónicos o mensajes de texto, con al menos
veinticuatro horas de anticipación a la salida pro-
gramada.

De la misma forma, si los cambios se produjeran
dentro de las veinticuatro horas previas a la salida
programada, el concesionario o permisionario debe-
rá informar al pasajero tan pronto tengan la certeza
de que dichos cambios son inevitables, sin que esto
exima al concesionario o permisionario de su res-
ponsabilidad frente al pasajero.

La Secretaría deberá supervisar que los concesiona-
rios o permisionarios informen de manera oportuna
a los pasajeros de posibles cambios, retrasos o can-
celaciones en su itinerario.

VI. En el caso de que el pasajero haya adquirido bo-
letos de ida y vuelta o con conexión, podrá disponer
de ellos para cada trayecto particular, es decir, el
transportista no podrá negarle el embarque a un tra-
mo por no haber utilizado alguno de los vuelos del
trayecto total. Para garantizar el cumplimiento de
esto, el pasajero deberá informar al concesionario o
permisionario que hará uso de los trayectos subse-
cuentes, a través de los medios que el concesionario
o permisionario para ello disponga.
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VII. El pasajero que así lo desee podrá realizar cam-
bios en su itinerario o transferir su boleto a otra per-
sona, cumpliendo con los requisitos administrativos
que para ello solicite la aerolínea. En caso de que por
el cambio o la reimpresión del boleto el concesiona-
rio o permisionario aplique algún cargo, éste en nin-
gún caso podrá superar el veinte por ciento del valor
total del boleto, siempre y cuando el pasajero dé avi-
so al concesionario o permisionario al menos cuatro
horas previas a la salida de su vuelo.

VIII. En caso de que exista retraso en la hora de sa-
lida estipulada en el boleto y la causa sea atribuible
al concesionario o permisionario, el pasajero será in-
demnizado y/o compensado por el proveedor del ser-
vicio de acuerdo a los siguientes criterios:

A) Si la demora es mayor a dos horas desde la ho-
ra de salida programada en el boleto, el pasajero
recibirá una indemnización equivalente a lo que
resulte mayor entre diez Unidades de Medida y
Actualización o el treinta por ciento del valor del
boleto.

B) Si la demora es mayor a cuatro horas, el pasa-
jero recibirá una indemnización equivalente a lo
que resulte mayor entre veinte Unidades de Medi-
da y Actualización o el sesenta por ciento del valor
del boleto. Además, el concesionario o permisiona-
rio le proporcionará alimentos y bebidas o com-
pensará el gasto de alimentación con dos Unidades
de Medida y Actualización por pasajero.

C) Si la demora es mayor a seis horas el pasajero
recibirá una indemnización equivalente a lo que
resulte mayor entre treinta Unidades de Medida
y Actualización o el noventa por ciento del valor
del boleto. Además de alimentos y bebidas o de
cinco Unidades de Medida y Actualización por
pasajero para gastos de alimentos. En caso de que
la demora sobrepase de las 23 horas tiempo local,
se le deberá de proporcionar al pasajero hospe-
daje para pernoctar en algún hotel dentro del ae-
ropuerto o trasladarlo a algún hotel cercano y
programar su salida en el próximo vuelo que esté
disponible, a menos que el pasajero acepte de for-
ma voluntaria continuar esperando.  

En todos los casos, el proveedor del servicio de-
berá poner a disposición de los pasajeros en espe-

ra acceso a llamadas telefónicas y envío de corre-
os electrónicos.

XI. En caso de producirse la cancelación del vuelo
por responsabilidad atribuible al concesionario o
permisionario, éste deberá compensar al pasajero
con lo que sea mayor entre cuarenta Unidades de
Medida y Actualización o el cien por ciento del valor
del boleto. Además, a elección del pasajero, deberá:

a) Reintegrarle el precio del boleto o billete de pa-
saje o la proporción que corresponda a la parte
no realizada del viaje.

b) Ofrecerle, con todos los medios a su alcance,
transporte sustituto en el primer vuelo disponible y
proporcionarle, como mínimo y sin cargo, acceso a
llamadas telefónicas y envío de correos electróni-
cos; alimentos de conformidad con el tiempo de es-
pera que medie hasta el embarque en otro vuelo;
alojamiento en hotel del aeropuerto o de la ciudad
cuando se requiera pernocta y, en este último caso,
transporte terrestre desde y hacia el aeropuerto.

c) Transportarle en la fecha posterior que con-
venga al mismo pasajero hacia el destino respec-
to del cual se denegó el embarque.

X. Si por caso fortuito o fuerza mayor, la aeronave
debe realizar un aterrizaje en un lugar distinto al de
destino, el concesionario o permisionario deberá
trasladar al pasajero por los medios de transporte
más rápidos disponibles hasta el lugar de destino.

XI. El pasajero podrá solicitar la devolución de su
boleto en caso de que decida no efectuar el viaje. Si
lo comunica al proveedor del servicio hasta con vein-
ticuatro horas de anticipación a la salida del vuelo, el
concesionario o permisionario podrá retener hasta el
diez por ciento del valor total del boleto por concep-
to de cargo por cancelación. Pasado este plazo el con-
cesionario o permisionario determinará las condicio-
nes de la cancelación, sin embargo, en ningún caso
podrá retener más del veinte por ciento del valor to-
tal del boleto.

XII. El pasajero podrá transportar como mínimo y
sin cargo alguno, veinticinco kilogramos de equipaje
cuando los vuelos se realicen en aeronaves con capa-
cidad para veinte pasajeros o más, y quince kilogra-
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mos cuando la aeronave sea de menor capacidad,
siempre que acate las indicaciones del concesionario
o permisionario en cuanto al número de piezas y res-
tricciones de volumen. El exceso de equipaje debe ser
transportado de acuerdo con la capacidad disponible
de la aeronave y el concesionario o permisionario, en
este caso, tiene derecho a solicitar al usuario un pa-
go adicional.

El concesionario o permisionario proporcionará al
pasajero, un talón de equipaje por cada pieza, maleta
o bulto de equipaje que se entregue para su transpor-
te. El talón debe contener la información indicada en
las normas oficiales mexicanas correspondientes y de-
be constar de dos partes, una para el pasajero y otra
que se adhiere al equipaje.

Además, el pasajero podrá llevar en cabina hasta dos
piezas de equipaje de mano, cuyas dimensiones no
podrán ser mayores a 55 centímetros de largo por 35
centímetros de ancho por 19 centímetros de alto y
diez kilogramos de peso, siempre que por su natura-
leza no disminuyan la seguridad y la comodidad de
los pasajeros.

XIII. El concesionario o permisionario estará obliga-
do a pagar las indemnizaciones previstas en el pre-
sente artículo dentro de un periodo máximo de diez
días naturales posteriores a su reclamación por par-
te del pasajero, salvo las compensaciones de alimen-
tos y hospedaje que deberán ser cubiertos al mo-
mento de que el retraso del vuelo se actualice.

Toda cláusula o disposición que pretenda exonerar al
concesionario o permisionario de su responsabilidad,
evitar el pago de las indemnizaciones o compensaciones
antes mencionadas o a fijar un límite inferior al esta-
blecido en el presente artículo será nula de pleno dere-
cho y no tendrá efecto alguno. En ningún caso, será po-
sible el perdón, condonación o cualquier figura que
implique el no pago de las indemnizaciones, compensa-
ciones o sanciones establecidas en el presente artículo.

Artículo 49 Bis. Con el fin de dar cumplimiento a las
disposiciones señaladas en esta sección, los concesiona-
rios o permisionarios de servicio al público de trans-
porte aéreo deberán de contar con un módulo de aten-
ción al pasajero en cada una de las terminales en donde
operen. La Secretaría deberá establecer mecanismos
para regular estos módulos y garantizar que los proce-

dimientos que ahí se realicen se hagan de forma senci-
lla y expedita.

El concesionario o permisionario podrá implementar
procedimientos electrónicos con el fin de agilizar los
procesos de atención al pasajero y su seguimiento, siem-
pre y cuando informe de manera clara y oportuna so-
bre su funcionamiento al pasajero y, en caso de que es-
te lo requiera, le brinde el apoyo necesario para su uso.

En caso de que los concesionarios o permisionarios in-
cumplan con estos procedimientos, la Secretaría im-
pondrá sanciones de acuerdo a lo dispuesto en los artí-
culos 87 y 89 de esta Ley, las cuales se aplicarán
independientemente de las compensaciones previamen-
te señaladas para el pasajero.  

Artículo 52. Cuando se hayan expedido boletos en exce-
so a la capacidad disponible de la aeronave y se tenga
por consecuencia la denegación del embarque, el propio
concesionario o permisionario, a elección del pasajero,
deberá:

I. Reintegrarle el precio del boleto o billete de pasa-
je o la proporción que corresponda a la parte no rea-
lizada del viaje;

II. Ofrecerle, con todos los medios a su alcance, trans-
porte sustituto en el primer vuelo disponible y pro-
porcionarle, como mínimo y sin cargo, los servicios de
comunicación telefónica o cablegráfica al punto de
destino; alimentos de conformidad con el tiempo de
espera que medie hasta el embarque en otro vuelo;
alojamiento en hotel del aeropuerto o de la ciudad
cuando se requiera pernocta y, en este último caso,
transporte terrestre desde y hacia el aeropuerto, o

III. Transportarle en la fecha posterior que conven-
ga al mismo pasajero hacia el destino respecto del
cual se denegó el embarque.

En los casos de las fracciones I y III anteriores, el con-
cesionario o permisionario deberá cubrir, además, una
indemnización al pasajero afectado que no será inferior
al veinticinco por ciento del precio del boleto o billete de
pasaje o de la parte no realizada del viaje.

Artículo 62. Para los daños a pasajeros, el derecho a per-
cibir indemnizaciones se sujetará a lo dispuesto por el artí-
culo 1915 del Código Civil para el Distrito Federal en Ma-
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teria Común y para toda la República en Materia Federal,
salvo por lo que se refiere al monto que será el triple de lo
previsto en dicho artículo. Para la prelación en el pago de
las indemnizaciones, se estará a lo dispuesto en el artículo
501 de la Ley Federal del Trabajo.

La indemnización por la destrucción o avería del equipaje
de mano será de hasta ochenta Unidades de Medida y Ac-
tualización. Por la pérdida o avería del equipaje facturado
la indemnización será equivalente a la suma de ciento cin-
cuenta Unidades de Medida y Actualización.

Artículo 84. La Secretaría verificará el cumplimiento de
esta Ley, sus reglamentos y demás disposiciones aplica-
bles. Para tal efecto, los concesionarios o permisionarios y,
en el caso del servicio de transporte aéreo privado no co-
mercial, los propietarios o poseedores de aeronaves, esta-
rán obligados a permitir el acceso a los verificadores de la
Secretaría a sus instalaciones, a transportarlos en sus equi-
pos para que realicen sus funciones en términos de la pre-
sente Ley, su Reglamento y las disposiciones que al efecto
expida la Secretaría y, en general, a otorgarles todas las faci-
lidades para estos fines, así como a proporcionar a la Secre-
taría informes con los datos que permitan conocer de la ope-
ración y explotación de los servicios de transporte aéreo. 

…

Las personas físicas o morales que sean sujetos de veri-
ficación, cubrirán las cuotas que por este concepto se
originen.

Los concesionarios o permisionarios del servicio de
transporte aéreo comercial, estarán obligados a entre-
gar mensualmente a la Secretaría informes, bitácoras,
estadísticas, reportes, índices de reclamaciones y todos
aquellos datos que permitan transparentar su funcio-
namiento. La Secretaría publicará y dará seguimien-
to a la información presentada, conforme a la legisla-
ción vigente en materia de transparencia y protección
de datos personales.

Artículo 87. Se les impondrán a los concesionarios o
permisionarios de servicio al público de transporte aé-
reo las siguientes sanciones por:

…

XIII. Incumplir con el pago de indemnizaciones en
favor del pasajero fijadas en la Sección Primera, ca-

pitulo XI de la presente ley, multa de tres mil a cinco
mil Unidades de Medida y Actualización.

XIV. No contar con un módulo de atención al pasa-
jero en las terminales en donde operen, multa de tres
mil a cinco mil Unidades de Medida y Actualización.

XV. No entregar informes mensuales de su actividad
a la Secretaría, multa de tres mil a cinco mil Unida-
des de Medida y Actualización.

…

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal y la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, contarán con un plazo de 90 días
hábiles, contados a partir de la entrada en vigor del presen-
te decreto, para realizar en el ámbito de sus respectivas
competencias, las adecuaciones y modificaciones a los re-
glamentos y a las demás disposiciones administrativas que
posibiliten la materialización del mismo.

Tercero. El Ejecutivo federal y la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes, contarán con un plazo de 90 días há-
biles, contados a partir de la entrada en vigor del presente
Decreto, para elaborar las Normas Oficiales Mexicanas a
las que se hace referencia en los artículos reformados.

Cuarto. Los permisionarios y concesionarios del servicio de
transporte aéreo comercial contarán con un plazo de 90 días
hábiles, contados a partir de la entrada en vigor del presente
decreto, para adecuar sus procedimientos con el fin de dar
cumplimiento a las disposiciones señaladas el mismo.

Quinto. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes en
coordinación con los concesionarios y permisionarios, de-
berá realizar acciones de difusión a través de campañas de
publicidad, para dar a conocer los alcances del presente de-
creto.

Sexto. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes de-
berá implementar un mecanismo público, eficaz y expedi-
to que, en caso de que la salida de un vuelo se retrase o can-
cele, permita al pasajero conocer las causas y determine si
es responsable de ellas el concesionario o permisionario.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión
Permanente, el 17 de enero de 2017.— Diputado Alfredo Javier Ro-
dríguez Dávila (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias diputada Angélica Moya Marín. Túrnese a la
Comisión de Transportes de la Cámara de Diputados.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN
INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Ja-
vier Herrera Borunda, para presentar iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma los artículos 1o., 5o., 7o., 9o. y
10o, de la Ley General para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los residuos, suscrita por el senador Carlos Alberto
Puente Salas, el diputado Jesús Sesma Suárez, e integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México en el Senado y en la Cámara de Diputados.

El diputado Javier Octavio Herrera Borunda: Muchas
gracias, con la venia de la Presidencia. Compañeros, uno
de los principales problemas que vivimos hoy en México y
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que alteran gravemente nuestro medio ambiente, tiene que
ver con los altos volúmenes de residuos sólidos que gene-
ramos diariamente, que desgraciadamente reciben escaso o
nulo tratamiento.

Los modelos de producción, los patrones de consumo ac-
tuales han provocado que en las últimas cuatro décadas la
generación por habitante de residuos sólidos aumentara en
casi 200 por ciento.

Hoy, según cifras oficiales, generamos 117 mil toneladas
diarias de basura. Esto es equivalente a generar un kilo de
basura al día por habitante. El problema real estriba en que
estamos dándole un manejo inadecuado o nulo a esa basu-
ra, y se está ocasionando un pasivo ambiental gravísimo.

El manejo inadecuado de estos residuos genera la muerte
de la flora, la fauna, altera ciclos biológicos, contamina
mantos friáticos, contamina suelos y no omito decir que
también genera daños fuertes a la salud.

Miren, según cifras del Inegi, en 2014 el costo de la degra-
dación ambiental de los residuos sólidos fue de cerca de 57
mil millones de pesos, mientras que las afectaciones a la
salud pública rebasaron los 26 mil millones de pesos. Esas
dos cifras combinadas equivalen a casi medio punto por-
centual del producto interno bruto del país y me queda muy
claro que toda política preventiva que apliquemos sin duda
tendrá costos menores a estos.

La Semarnat ha calculado que con una inversión anual de
19 mil millones de pesos puede cumplir con las metas de
mitigación que la legislación vigente ha puesto en la mate-
ria, y también con los compromisos que México ha firma-
do a nivel internacional para mantener el cambio climático
en su mínimo.

El problema de los residuos sólidos tiene dos orígenes: uno
es la excesiva generación que rebasa la capacidad de los
municipios en recolectarlo y darle un manejo adecuado; y
otro es el inadecuado manejo de los mismos a través de tec-
nologías contaminantes o tecnologías adecuadas pero mal
aplicadas.

Pro también hay que decirlo, nuestro marco jurídico es la-
xo y el sistema de aplicación de sanciones prácticamente es
inexistente. De los 339 municipios que tenemos, además de
50 mil habitantes, sólo contamos con 148 rellenos sanita-
rios. Y todos los demás tienen tiraderos a cielo abierto o lo
que denominan sitios controlados, pero de esas categorías

realmente solamente los rellenos sanitarios cumplen con
todas las características técnicas para reducir la contamina-
ción ambiental, y los otros representan una amenaza graví-
sima al medio ambiente.

A ver, tenemos un déficit de cerca del 90 por ciento en la
cobertura de la gestión de residuos sólidos mediante sitios
sostenibles que eviten ese pasivo ambiental. Hay que reco-
nocer que la Semarnat tiene muy clara la problemática, tie-
ne delineada una política de inversión basada en datos y
áreas de oportunidad que ayudarán sin duda a apalear estos
efectos nocivos.

Nuestro marco jurídico vigente de igual manera es bueno
en cuanto que establece metas claras y objetivos ambicio-
sos. Sin embargo, si no se finca un régimen de responsabi-
lidad objetivo, directo e incluso solidario a quienes estén
obligados a verificar la implementación, la construcción de
estos rellenos sanitarios, con base en la estricta observan-
cia de las disposiciones normativas correspondientes o,
bien, la debida actuación de estas medidas por parte de las
autoridades para evitar asentamientos de depósitos de resi-
duos a cielo abierto, pues entonces nuestra legislación con-
tinuará inconclusa y estas políticas quedarán en una carta
de buenas intenciones.

El propósito precisamente de esta iniciativa que vengo a
exponer a ustedes es atacar ese vacío que el legislador ha
dejado pendiente. En consecuencia, se establece la posibi-
lidad que ante el incumplimiento de las respectivas obliga-
ciones se vincule directamente a leyes civiles, penales o
administrativas, sin perjuicio de algún otro tipo de respon-
sabilidad como la de patrimonio del Estado o la que dé lu-
gar en la Ley Federal de Responsabilidades Ambientales, a
quienes caigan en esas omisiones o lo permitan. En estas
actividades se establece la participación coordinada tanto
de la Federación, los sectores pero también de los estados
y los municipios.

Compañeros, los invito a estudiar y asumir ese compromi-
so que tenemos como país, no sólo con la humanidad sino
sobre todo con las futuras generaciones, de salvaguardar
nuestro medio ambiente. Estamos convencidos que con la
aprobación de esta iniciativa que reforma de manera inte-
gral la Ley General de Prevención y Gestión Integral de los
Residuos, se podrá abonar en esa armonización y esa siste-
matización de la legislación mexicana existente, y princi-
palmente el cumplimiento de la misma en beneficio de
nuestros hijos, del medio ambiente. Es cuanto, muchas
gracias.
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«Iniciativa que reforma los artículos 1o., 5o., 7o., 9o. y 10
de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos, suscrita por el diputado Jesús Sesma Suárez,
el senador Carlos Alberto Puente Salas e integrantes del
Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, diputado Jesús Sesma Suárez y senador
Carlos Alberto Puente Salas, en nombre de los integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55,
fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someten a consideración de esta asamblea la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona una nueva
fracción VI al artículo 1, recorriéndose las subsecuentes en
su mismo orden; se adiciona una nueva fracción XLI al ar-
tículo 5, recorriéndose las subsecuentes en su mismo or-
den; se adiciona una nueva fracción XXIX al artículo 7, re-
corriéndose las subsecuentes en su mismo orden y se
modifican los artículos 9 y 10 de la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos, la cual so-
licitamos se turne a la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales de la Cámara de Diputados, para su aná-
lisis, discusión y dictamen, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con cifras del Instituto Nacional de Ecología y
Cambio Climático (INECC), México genera 117 mil tone-
ladas diarias y 42.7 millones de toneladas anuales de resi-
duos sólidos urbanos. La generación de residuos sólidos
urbanos per cápita se calcula en 0.957 kilogramos por día
(kg/día).

Asimismo, con base en datos del Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (Inegi) y del Consejo Nacional de Po-
blación (Conapo), en 2010 había en México 339 munici-
pios con más de 50 mil habitantes. En estos municipios
habitan 66 millones 747 mil 048 personas, quienes generan
63 mil 876 toneladas diarias y 24.3 millones de toneladas
anuales.

La composición de los residuos sólidos urbanos en Méxi-
co, con cifras del INECC en 2012, es la siguiente: 39.57
por ciento inorgánicos, 37.97 por ciento orgánicos y 22.46
por ciento otros. Es necesario destacar que el manejo in-
adecuado de los residuos sólidos producen impactos am-

bientales, debido, principalmente por los residuos biode-
gradables arrojados, así como a la mezcla de restos de sus-
tancias químicas y de residuos domésticos.

Esto trae como principales consecuencias la muerte de la
flora y fauna de la región del suelo contaminado, la altera-
ción de los ciclos biogeoquímicos, la contaminación de
mantos freáticos, la interrupción de procesos biológicos, la
contaminación del suelo por residuos biodegradables que
no tienen una disposición final adecuada, además de diver-
sas afectaciones a la salud.

De acuerdo con cifras del Inegi, en 2014 el costo de la de-
gradación ambiental por los residuos sólidos fue de 57 mil
340 millones de pesos, que equivalen a 0.34 por ciento del
producto interno bruto (PIB). Por su parte, la Comisión Fe-
deral para la Protección contra Riesgos Sanitarios (Cofe-
pris) ha declarado que las afectaciones a la salud pública en
2013 tuvieron un costo de 26 mil 427 millones de pesos, lo
cual equivale al 0.16 por ciento del PIB.

En los 339 municipios con más de 50 mil habitantes, exis-
ten 378 sitios de disposición final, de los cuales 148 son re-
llenos sanitarios, 72 son sitios controlados y 158 son sitios
no controlados. De estas categorías, solamente los rellenos
sanitarios cumplen con todas las características técnicas
para reducir la contaminación ambiental. Los sitios contro-
lados y no controlados tienen grandes impactos negativos.

Por ello, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales (Semarnat) señala la importancia de invertir en in-
fraestructura para sanear los 72 sitios controlados y 158 no
controlados; así como la construcción de 231 rellenos sani-
tarios y el equipamiento de 362 rellenos para captura y
quema de biogás (131 actuales y 231 por construir). La me-
ta para el año 2018 es contar con 378 rellenos sanitarios,
todos ellos con quema de biogás.

La siguiente gráfica muestra los costos de degradación am-
biental (barras rojas) y de salud (barras azules) por la in-
adecuada disposición de residuos sólidos, de 2012 a 2015.
Asimismo, muestra que para el año 2018 es posible lograr
una reducción de 31 por ciento del costo de degradación
ambiental, con una inversión anual fija para el manejo in-
tegral de residuos sólidos.
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Tabla elaborada por Semarnat, 2016:

• Inversión requerida: calculada con base en datos pro-
porcionados por DGFAUT e INECC, 2015.

• Costo de degradación ambiental por residuos: cálculo
propio con base en datos de DGEIA e INEGI de 2014.

• Costo en salud pública por la Cofepris con datos de
INECC de 2010 y de Inegi de 2013.

La inversión indicada (4 mil 276 millones de pesos por
año) se conforma por los siguientes rubros:

• Estudios, construcción y equipamiento de 231 relle-
nos: mil 662 millones de pesos al año (mdp/año).

• Saneamiento de 230 sitios (72 controlados y 158 no
controlados): 545 mdp/año.

• Extracción y control de biogás en 361 rellenos sanita-
rios: 2,069 mdp/año.

Para garantizar la operación de la infraestructura para dis-
posición y recolección de residuos, limpieza urbana y sus-
titución del parque vehicular, la Semarnat ha calculado un
costo de 795.44 pesos por tonelada de residuos, los cuales,
se traducen en 92.14 pesos mensuales o mil 105.63 pesos
anuales por vivienda. Considerando que en los 339 muni-
cipios existen 17 millones 528 mil 102 viviendas, anual-
mente se necesitarían $19,379,433,273 pesos.

Contar con estas inversiones permitiría cumplir con las me-
tas de mitigación de emisiones establecidas en la legisla-
ción vigente y con los compromisos internacionales que ha
firmado México en materia de cambio climático.

De manera concreta, la Ley General de Cambio Climáti-
co (LGCC) indica en su artículo transitorio tercero, frac-
ción II, inciso b, que “Para el año 2018, los municipios,
en coordinación con las entidades federativas y demás
instancias administrativas y financieras y con el apoyo téc-
nico de la Secretaría de Desarrollo Social, desarrollarán y
construirán la infraestructura para el manejo de residuos
sólidos que no emitan metano a la atmósfera en centros ur-
banos de más de cincuenta mil habitantes, y cuando sea
viable, implementarán la tecnología para la generación de
energía eléctrica a partir de las emisiones de gas metano”.

Asimismo, la Ley General para la Prevención y Gestión In-
tegral de los Residuos (LGPGIR) establece en su artículo
9, fracción VII, que es facultad de las entidades federativas
“promover, en coordinación con el gobierno federal y las
autoridades correspondientes, la creación de infraestructu-
ra para el manejo integral de residuos sólidos urbanos, de
manejo especial y residuos peligrosos, en las entidades
federativas y municipios, con la participación de los in-
versionistas y representantes de los sectores sociales inte-
resados”.

La misma ley señala en su artículo 96, fracción XII, que las
entidades federativas y los municipios deberán “realizar las
acciones necesarias para prevenir y controlar la contamina-
ción por residuos susceptibles de provocar procesos de sa-
linización de suelos e incrementos excesivos de carga or-
gánica en suelos y cuerpos de agua”.

No obstante, toda la inversión, las metas de los programas
y compromisos internacionales o la construcción de in-
fraestructura no darán los resultados esperados si no se fin-
ca un régimen de responsabilidad objetivo directo, e inclu-
so solidario de quienes están obligados a verificar la
implementación y constitución de los rellenos sanitarios,
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con base a la estricta observancia de las disposiciones nor-
mativas correspondientes, o bien, la debida actuación de
estas mismas autoridades para evitar el asentamiento de de-
pósitos de residuos sólidos a cielo abierto. 

Por ello, el objeto de la presente iniciativa es transformar
de modo integral el actual sistema de manejo de residuos
sólidos urbanos, estableciendo regimenes de responsabili-
dad, obligaciones más claras para las entidades federativas
y los municipios, en cada fase del manejo integral de los re-
siduos.

Además, instaurar un vínculo de responsabiidad por el
cumplimiento o incumplimiento de las obligaciones asig-
nadas a las autoridades federales, locales o municipales,
encargados del correcto manejo y destino final de los des-
echos sólidos, facultando la posibilidad de que ante el in-
cumplimiento de sus respectivas obligaciones puedan ser
vinculados directamente por las leyes civiles, penales y ad-
ministrativas, sin perjuicio de otro tipo de responsabilida-
des, como la patrimonial del estado o la que de lugar de
acuerdo a la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental,
con lo cual se fortalece un régimen de supervisión ejecuti-
va derivada de la ley, que sin duda contribuirá al mejor
cumplimiento de las metas de saneamiento y daño al am-
biente.

En estas actividades, se establece la participación coordi-
nada de los estados y municipios con la ciudadanía, la fe-
deración y otros sectores. A fin de cumplir este objeto, se
propone reformar algunos artículos de la LGPGIR. 

Finalmente, en el régimen transitorio del proyecto de de-
creto se prevén los plazos para que la Semarnat reforme el
reglamento de la ley y para que las entidades federativas
reformen su legislación y reglamentación.

En atención a lo anteriormente expuesto, se somete a con-
sideración de esta soberanía, la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 1, 5, 7, 9 y
10 de la Ley General para la Prevención y Gestión In-
tegral de los Residuos

Artículo Único. Se plasma en el texto del decreto una nue-
va fracción VI al artículo 1 recorriéndose las subsecuentes
en su mismo orden; se adiciona una nueva fracción XLI al
artículo 5, recorriéndose las subsecuentes en su mismo or-

den; se adiciona una nueva fracción XXIX al artículo 7, re-
corriéndose las subsecuentes en su mismo orden; y, se mo-
difican los artículos 9 y 10, todos de la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos, para quedar
como sigue:

Artículo 1. …

I. …

VI. Establecer la responsabilidad objetiva de los inte-
grantes de los ayuntamientos y alcaldías, de los alcal-
des, regidores y presidentes municipales y en general,
cualquier autoridad de las entidades federativas o muni-
cipales, que en el marco de su competencia autoricen o
bien, permitan formal o materialmente el establecimien-
to y funcionamiento de tiraderos a cielo abierto, así co-
mo la operación de sitios de disposición final que no
cumplan con la normatividad vigente aplicable;

VII. Definir las responsabilidades…;

Artículo 5. Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. …

XLI. Tiradero a Cielo Abierto. Sitio de disposición tem-
poral o permanente de residuos sólidos urbanos y de
manejo especial que no cumple en su totalidad con la
normatividad aplicable vigente.

XLII. Tratamiento: procedimientos físicos, quími-
cos,…;

Artículo 7. Son facultades de la federación:

I. …;

XXIX. Verificar el cumplimiento de la normatividad en
materia de disposición final de residuos sólidos urbanos
y de manejo especial e imponer las sanciones y medidas
que resulten aplicables en caso del incumplimiento y

XXX. Las demás que se establezcan…

Artículo 9. Las entidades federativas, tiene a su cargo el
manejo integral de residuos de manejo especial, que con-
sisten en la recolección, transporte, tratamiento y su dispo-
sición final.
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Por ningún motivo se considera como manejo integral, de-
positarlos en tiraderos a cielo abierto o que no se realicen
en cumplimiento estricto de las disposiciones normativas
vigentes aplicables.

La responsabilidad objetiva de las autoridades de las enti-
dades federativas será objetiva directa e incluso extensiva
a los colaboradores administrativos con cargo de decisión
que hayan participado en las autorizaciones correspondien-
tes, u omitan impedir el establecimiento de tiraderos a cie-
lo abierto, para lo cual se atenderá a las leyes de responsa-
bilidad penal, civil y administrativas que correspondan,
debiendo de considerarse, en términos de las leyes penales,
como conductas agravadas, las acciones u omisiones im-
putadas a los funcionarios que autoricen o permitan la ins-
talación y la operación de los tiraderos respectivos.

Todo lo anterior es sin perjuicio de las responsabilidades
que puedan derivarse de la observancia de la Ley Federal
de Responsabilidad Patrimonial del Estado o de la Ley Fe-
deral de Responsabilidad Ambiental. 

Además de las responsabilidades mencionadas, la recolec-
ción, transporte, tratamiento, y su disposición final de los
residuos de manejo especial deberá llevarse a cabo aten-
diendo las siguientes facultades:

I. Formular, conducir y evaluar la política estatal,…

Artículo 10. El ayuntamiento, como órgano colegiado
tiene a su cargo las funciones del manejo integral de resi-
duos sólidos urbanos, que consisten en la recolección,
transporte, tratamiento, y su disposición final.

Por ningún motivo se considera como manejo integral de
los residuos sólidos, depositarlos en tiraderos a cielo abier-
to o que no se realicen en cumplimiento estricto de las dis-
posiciones normativas correspondientes.

La responsabilidad objetiva de las autoridades del ayunta-
miento y, en su caso, de las de los alcaldes será objetiva di-
recta e incluso extensiva a los colaboradores administrati-
vos con cargo de decisión que hayan participado en las
autorizaciones correspondientes, u omitan impedir el esta-
blecimiento de tiraderos a cielo abierto, para lo cual se
atenderá a las leyes de responsabilidad penal, civil y admi-
nistrativas que correspondan, debiendo de considerarse, en
términos de las leyes penales, como conductas agravadas,
las acciones u omisiones imputadas a los funcionarios que

autoricen o permitan la instalación y la operación de los ti-
raderos respectivos.

Todo lo anterior es sin perjuicio de las responsabilidades
que puedan derivarse de la observancia de la Ley Federal
de Responsabilidad Patrimonial del Estado o de la Ley Fe-
deral de Responsabilidad Ambiental.

Además de las responsabilidades mencionadas, la recolec-
ción, transporte, tratamiento, y su disposición final de los
residuos sólidos urbanos deberá llevarse a cabo atendiendo
las siguientes facultades:

I. Formular, por sí o en coordinación con las entidades
federativas,…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. En un plazo máximo de 180 días a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, la secretaría realiza-
rá las reformas a que haya lugar al reglamento de la pre-
sente ley.

Tercero. En un plazo máximo de 200 días naturales a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto, las entidades
federativas deberán realizar las reformas a su legislación y
reglamentación, en las disposiciones que resulten necesa-
rias para el desarrollo y ejecución del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
17 de enero de 2017.— Diputado Jesús Sesma Suárez (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Herrera Borunda. Túrnese a la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la
Cámara de Diputados.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNI-
DOS MEXICANOS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos, la diputada Ma-
ría Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 89,
115 y 116 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos: Reitero el
buenos días. Muchas gracias. Gracias, presidente.

La semana pasada en la Comisión uno discutíamos sobre la
posibilidad de incorporar a las mujeres en los gabinetes
municipal, estatal y federal, en paridad. Así que yo espero
que hoy mis compañeros de la Comisión uno, que ya está
la iniciativa aquí, la apruebe en la Comisión.

Como sabemos, las mujeres seguimos estando en desven-
taja en parlamentos, prácticamente en todos los aspectos de
nuestra vida, en la representación política, en la adminis-
tración pública. Está comprobado que hay una brecha de
género en el mercado laboral, expresado en los sueldos y
en la promoción de los trabajos.

La brecha salarial en los países de la OCDE ha sido esti-
mada conservadoramente en un 15 por ciento, además, es-
tudios han revelado que las mujeres seguimos siendo con-
sideradas incompetentes en relación a las contrapartes
masculinas en el espacio laboral. Es decir, la discrimina-
ción en contra de las mujeres sigue siendo, además de un
fenómeno plenamente comprobado, un gran impedimento
en el objetivo de alcanzar la igualdad de género.

La acción afirmativa en forma de cuotas de género por lo
tanto es implementada para promover la participación de
las mujeres en el mercado laboral, en la vida social y en la
participación política. La intención es mejorar el grado de
representación de las mujeres en los espacios donde no se
les ha incluido.

En la administración pública creemos que es muy impor-
tante reducir las desigualdades existentes y erradicar las
prácticas discriminatorias. La difusión de las cuotas ha si-
do considerada como uno de los elementos centrales en la
expansión de la democracia en el mundo. Tan es así que en
este Congreso desde 1994 se empezó a trabajar con esa fi-
gura.

Incrementar la proporción de mujeres en la política puede
producir cambios en la cultura. Según la filósofa Anne Phi-
llips, en las normas y en los comportamientos de los órga-
nos políticos es muy importante que existan mujeres. Evi-
dentemente este es un paso en el objetivo de alcanzar la
igualdad de género, no solamente por lo que representa la
figura femenina, sino porque se pueden cambiar esos com-
portamientos.

La necesidad de seguir legislando acerca de la igualdad de
iure entre las mujeres y los hombres se sustenta en que la
proporción entre mujeres y hombres en puestos estratégi-
cos están predominantemente ocupados por hombres.

En la actualidad, de 18 secretarías de Estado solo tres son
encabezadas por mujeres, lo que demuestra una profunda
desigualdad de género que hay en la administración públi-
ca.

El conocido techo de cristal hace referencia al hecho de
que hay una igualdad de iure, pero no de facto. Las muje-
res normativamente pueden acceder a cualquier puesto en
la administración pública, pero en los puestos de poder los
hombres se encuentran sobrerrepresentados.

Es de suma importancia romper esos techos de cristal, por-
que así reconoceremos la violencia sistemática e institucio-
nal que se ejerce sobre todas las mujeres.

La ilusión de igualdad debe convertirse en un hecho. Las
faltas en el sistema deben ser evidenciadas y corregidas.
Por lo que la inclusión del término paridad debe ser parte
de nuestra Constitución Política.

Es un camino largo por recorrer, pero en la medida que va-
yamos cerrando las brechas normativas con fortuna podre-
mos incidir en la cultura institucional en favor de las muje-
res. De tal suerte que esta iniciativa propone crecer y creer
en el discurso de la igualdad, como un eje rector de la vida
institucional y no sólo una retórica. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 89, 115 y
116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, a cargo de la diputada María Candelaria Ochoa
Avalos, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no

La suscrita, María Candelaria Ochoa Avalos, diputada fe-
deral a la LXIII Legislatura federal del Honorable Congre-
so de la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción
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II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, somete a la consideración de esta asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
adicionan y reforman diversas disposiciones de nuestra
norma fundamental para establecer el principio de paridad
de género en todos los cargos de la administración centra-
lizada paraestatal en el gobierno federal, de las entidades
federativas y de los ayuntamientos bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La acción afirmativa es una estrategia que busca favorecer
a grupos –minoritarios- que se encuentran en desventaja y
que han sufrido discriminación por razones históricas, co-
mo la opresión o la esclavitud. El término fue usado por
primera vez por John F. Kennedy al diseñar una política de
contratación masiva de minorías por parte del gobierno fe-
deral de EEUU (Chrisman, 2013). Aun cuando este hacía
referencia al racismo imperante en los Estados Unidos y a
estrategias para combatir la discriminación contra la pobla-
ción afroamericana, la acción afirmativa puede ser emple-
ada para amortiguar el daño estructural que hayan provo-
cado diferentes tipos de discriminaciones, como es el caso
de la discriminación y/o desigualdad de género. 

Las mujeres siguen estando en desventaja en prácticamen-
te todos los aspectos de su vida. Está comprobado que hay
una brecha de género en el mercado laboral expresado en
los sueldos y en la promoción en los trabajos (la brecha sa-
larial en los países de la OCDE ha sido estimada, conser-
vadoramente, en 15 por ciento). Además, estudios han re-
velado que las mujeres siguen siendo consideradas
incompetentes en relación a sus contrapartes masculinas en
el espacio laboral (Heilman, 2012). Es decir, la discrimina-
ción en contra de las mujeres en el ámbito laboral sigue
siendo, además de un fenómeno plenamente comprobado,
un gran impedimento en el objetivo de alcanzar la igualdad
de género. La acción afirmativa, en forma de cuotas de gé-
nero, por lo tanto, es implementada para promover la par-
ticipación de las mujeres en el mercado laboral. La inten-
ción de esta es: mejorar el grado de representación de las
mujeres en espacios donde no se les ha incluido laboral-
mente en la administración pública, reducir las desigualda-
des existentes y erradicar las prácticas discriminatorias. 

Ahora bien, en el ámbito político las definiciones de la de-
mocracia y de la democratización han tendido a no prestar
atención a la contribución de las mujeres e incluso a ex-
cluirlas como ciudadanas (Paxton, 2000). En ese sentido,
las cuotas para las mujeres en el gobierno se han visto co-

mo una forma de promover la inclusión de estas y así me-
jorar la calidad de la democracia. Que sea un requisito se-
leccionar a mujeres expande la cantidad de candidatos po-
tenciales y así considerando a mujeres calificadas que
previamente no habrían sido tomadas en cuenta. 

En términos generales, la difusión de las cuotas ha sido
considerada como uno de los elementos centrales de la ex-
pansión de la democracia en el mundo y un producto de los
esfuerzos que promueven a la democracia; específicamen-
te las cuotas de género electorales son ampliamente consi-
deradas como una forma de promover la inclusión de las
mujeres y así mejorar la calidad de la democracia (Bush,
2011; Krook, 2013). De hecho, la amplia adopción de las
cuotas de género ha sido uno de los avances políticos más
importantes de la época moderna.

Aunado a ello, se ha demostrado que las cuotas pueden au-
mentar la cantidad de mujeres disponibles y capacitadas
para adoptar roles de liderazgo y cargos en la administra-
ción pública, lo que puede resultar en un aceleramiento del
acceso de las mujeres a puestos políticos altos. En ese sen-
tido, hay estudios que indican que las mujeres elegidas por
cuotas para representaciones legislativas son tan eficientes
como sus compañeros hombres, e incluso en ocasiones re-
basan a estos últimos en algunas medidas de competencia
(Murray, 2010; Weeks y Baldez, 2015).

Las cuotas de género pueden acelerar el acceso a posicio-
nes de liderazgo por parte de las mujeres al aumentar tanto
la oferta como la demanda de mujeres líderes. Por ejemplo,
la presencia de las mujeres en los congresos legislativos es-
tá directamente relacionada con la presencia de las mujeres
en los puestos directivos de los partidos políticos y en ga-
binetes presidenciales (Kittilson, 2006; Escobar-Lemon y
Taylor-Robinson, 2005; Krook y O’Brien, 2012 y Rey-
nolds, 1999). En la medida en que las mujeres entren al po-
der legislativo gracias a las cuotas de género, la tendencia
indica que el número de mujeres líderes se incrementará
también (O’Brien y Rickne, 2016).

Es fundamental recalcar que incrementar la proporción de
mujeres en la política puede producir cambios en la cultu-
ra, en las normas y en los comportamientos de los órganos
políticos (Dahlerup, 1988), lo que evidentemente será un
paso en el objetivo último de alcanzar la igualdad de géne-
ro. Por ello, más de 75 países y más de 130 partidos políti-
cos han adoptado políticas de cuotas de género con el ob-
jetivo de aumentar la representación numérica o
descriptiva de las mujeres (Krook, 2009; IDEA, 2015). 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 17 de enero de 2017229



El discurso acerca de la paridad de género se ha originado
y desarrollado con la necesidad de cerrar la brecha en la
cantidad de candidatos/as en las listas nominales para las
elecciones populares. El problema principal era la discri-
minación que las mujeres sufrían respecto a sus pares
hombres cuando eran nominadas a las candidaturas; el ob-
jetivo de esta acción positiva fue incentivar la participación
de las mujeres en los cargos de elección popular. En la ac-
tualidad, existe un Protocolo para atender la violencia po-
lítica contra las mujeres,1 que se sustenta en la  Conven-
ción sobre la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en
inglés), Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en el Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos y en la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos.

La necesidad de seguir legislando acerca de la igualdad de
jure entre las mujeres y los hombres se sustenta que la pro-
porción entre mujeres y hombres los puestos estratégicos
están predominantemente ocupados por hombres. Acorde a
Evangelina García-Prince “el principio de igualdad se
complementa con el principio de no discriminación”, la ne-
cesidad que las mujeres y hombres tengan igual número de
representatividad en puestos estratégicos, es parte del prin-
cipio de no discriminación. 

En la actualidad, de 18 secretarías de Estado, 3 son enca-
bezadas por mujeres, en administración pública existe una
profunda desigualdad de género. Se sabe que las mujeres
no tienen una representación igual en altos mandos, a pesar
de tener igual calificación académica y laboral que sus pa-
res hombres, resultado de una cultura androcentrista en
donde se considera que las mujeres no están mentalizadas
para ejercer cargos con poder, resulta en gabinetes discri-
minadores hacia las mujeres. El techo de cristal, emula que
existe una igualdad de jure, pero no de facto; las mujeres
normativamente pueden acceder a cualquier puesto en la
administración pública, pero en el hecho es que, en los
puestos de poder, los hombres se encuentran sobrerrepre-
sentados. 

Es de suma importancia romper estos techos de cristal, por-
que es reconocer la violencia sistemática e institucional
que se ejerce en ellas. Se debe reconocer que la ilusión de
igualdad debe convertirse en un hecho; sabemos que los re-
conocimientos de las fallas en el sistema deben ser eviden-
ciadas y corregidas, por lo que, la inclusión del término Pa-
ridad dentro de la Constitución Mexicana es menester en
nuestra lucha.

La legitimación de la paridad en los altos mandos del Esta-
do Mexicano, logrará que el “velo de igualdad”2 quede ca-
da vez más lejano. Siempre debemos tener presente que la
igualdad de jure, dista la de facto. No debemos permitir
que la ilusión de igualdad sea una realidad paralela a la que
vivimos. La naturaleza de la cultura patriarcal pone trabas
para que las mujeres no lleguemos a tener los mismos de-
rechos para todas, esta naturaleza se centra en el miedo a la
pérdida de los privilegios en favor de los hombres, no im-
portando si nosotras somos más capaces para ejercer pues-
tos estratégicos.

Se sabe que es un camino largo por recorrer, pero en la me-
dida que vayamos cerrando las brechas normativas, quizá,
se pueda incidir en la cultura institucional en favor de las
mujeres. Es creer en el discurso de la Igualdad como un eje
rector de la vida institucional, y no sólo una retórica dis-
tante más. 

Se recuerda que a lo largo de la historia de las políticas pú-
blicas, se ha argumentado un trato “neutral” hacia la socie-
dad y que a través de la crítica y la lucha, se han podido de-
construir elementos discriminatorios y vejatorios en contra
de grupos específicos de personas. Las mujeres y los hom-
bres tenemos una brecha estructural histórica enorme, se
naturaliza que los hombres pueden ejercer el poder sin pro-
blema, asociado al esquema tradicional donde los hombres
se desarrollan en la esfera pública y las mujeres son conferi-
das a la esfera privada. A cada uno se le asocian característi-
cas y estereotipos propios de cada esfera, por lo que las mu-
jeres resultan buenas administradoras, cariñosas, sensibles,
pero jamás tomadoras de decisiones, de ahí viene el sesgo en
la proporción en altos mandos de mujeres y hombres.

Con el propósito de eliminar la desigualdad en el acceso a
cargos en la administración pública en todos los ámbitos de
gobierno se presenta la siguiente iniciativa de reformas a
diversos artículos de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos para incluir la paridad de género en
los cargos  públicos.

Se precisa mencionar que sobre el m ismo tema y para es-
tablecer la paridad de género en el Poder Judicial de la Fe-
deración ya he presentado la correspondiente iniciativa.

Por las consideraciones expuestas, y con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración de la
Comisión Permanente, para su turno a la Cámara de Dipu-
tados, la presente iniciativa con proyecto de 
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Decreto

Artículo Único. Se adiciona un párrafo 4o. a la fracción II
de artículo 89; se reforma el inciso a) de la fracción II, pá-
rrafo tercero del artículo 115; se reforma la fracción I, pá-
rrafo primero del artículo 116, para quedar como sigue:

Artículo 89. …

I. …

II. …

…

…

En la designación de titulares de las Dependencias y En-
tidades de la Administración Pública Centralizadas y
Paraestatal regirá el principio de Paridad de Género en
los cargos públicos que sean de confianza.

III. XX…

Artículo 115. …

I. …

…

…

…

…

II. …

…

…

a) Las bases generales de la Administración Pública
Municipal y del procedimiento administrativo, in-
cluyendo los medios de impugnación y los órganos
para la dirimir las controversias entre dicha admi-
nistración y los principios de igualdad, publicidad,
audiencia y legalidad. En la integración de la Ad-
ministración Pública Centralizada y Paraestatal
de los Ayuntamientos regirá el principio de Pari-

dad de Género en todos aquellos cargos que sean
de confianza.

b) a  e)…

…

III. … a X.…

Artículo 116…

…

I. Los Gobernadores de los Estados no podrán durar en
su encargo más de seis años.  En la integración de la
Administración Pública Centralizada y Paraestatal
de los Gobiernos Estatales regirá el principio de Pa-
ridad de Género tanto en las Secretarias de Estado
como en todos los demás cargos que sean de confian-
za.

…

…

…

a) …

b) …

…

I. …  a IX. …

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entra en vigor el día
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. El Congreso de la Unión y las Legisla-
turas de los Estados tendrán un plazo de180 días contados
a partir del inicio de vigencia del presente Decreto para ha-
cer los ajustes legales que correspondan.

Notas

1 http://www.fepade.gob.mx/actividades_ins/2016/marzo/Protocolo-
Violencia_140316.pdf
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2 Marcela Lagarde Chrisman, Robert (2013). Affirmative action. En:
The black scholar. Vol. 43, No. 3.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Honora-
ble Congreso de la Unión, a los diecisiete días del mes de enero de dos
mil diecisiete.— Diputadas: María Candelaria Ochoa Avalos, Crsitina
Gaytán Hernández (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Candelaria Ochoa Avalos. Túrnese a
la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara
de Diputados.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNI-
DOS MEXICANOS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Jor-
ge Carlos Ramírez Marín, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 52, 53, 54 y
56 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, suscrita por el diputado César Camacho Quiroz y el
diputado Enrique Jackson Ramírez, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI.

El diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Con su per-
miso, señor presidente. Estimados amigos, contaba Joseph
Stiglitz, en el prólogo de su libro La Gran Brecha, cómo en
una cena de plutócratas, millonarios y con mucho poder,
hablaban de la situación del mundo, de la desigualdad y a
lo largo de la conversación, dice y narra Stiglitz, me quedó
muy claro una cosa, era gente que sabía qué se tenía que
hacer para resolver la desigualdad, si no lo habían hecho,
era porque no habían querido. Esa puede ser la frase que
terminen adjudicándonos a nosotros, a esta generación de
políticos, porque simplemente no hicimos lo que debíamos
porque no queríamos. No hay otra justificación.

Hoy vengo a presentarles una iniciativa de alguien que sí
quiere, que siendo presidente del PRI la propuso, impulsó
la recolecta de firmas, la llevó hasta la instancia legislativa
y, sin embargo, no pasó nada.

El doctor César Camacho presentó esta iniciativa con toda
la determinación de ver que el Congreso mexicano efecti-
vamente se reformara. Amigos, no caigamos en el simplis-
mo de creer que recortar los viajes o recortar los seguros de

vida es transformar al Congreso mexicano. Eso es respon-
der a la coyuntura, eso es querer ponerse un traje que no le
queda hoy a nadie en esta generación de políticos que ha
visto pasar la transformación del país y no ha intervenido
para hacer la transformación del Congreso, su real y autén-
tica transformación.

Si en algún momento se justificó el tamaño del Congreso
mexicano, no fue en términos económicos, no fue porque
fuera más caro o más barato. Era porque garantizaba que
las minorías tuvieran voz, y garantizaba que en el Congre-
so se escuchara representativamente a todos los mexicanos.

Pero esas épocas han pasado. Hoy el Congreso se forma
después de una competencia abierta donde las posiciones
plurinominales han dejado de representar efectivamente la
oportunidad de contar con los expertos, la oportunidad de
darle voz a las minorías y la oportunidad de hacer más plu-
ral al Congreso Mexicano.

Reconozcámoslo, si esta lógica en la Cámara de Diputados
debe respetarse en una medida, en la Cámara de Senadores
es inaceptable. No hay ninguna justificación para cambiar
el objeto del Senado, que era lograr la representación pari-
taria de la República en sus estados para una representa-
ción donde se desahogara por la vía plurinominal, muchas
veces el capricho, la imposición de los partidos políticos.

Hoy, si queremos reformar al Congreso, no es solamente
un punto de vista económico, es fundamentalmente un
punto de vista político.

No es comprensible un Congreso de este tamaño en un pa-
ís con este tamaño de desigualdades. No es comprensible
que sigamos sosteniendo, para dificultar más el trabajo le-
gislativo, una onerosa burocracia legislativa, cuando tene-
mos un país que exige acciones más rápidas, determinacio-
nes más rápidas, legislaciones más eficientes.

Imagínense ustedes lo que representaría si efectivamente,
cada una de las más de mil 800 iniciativas presentadas en
el periodo pasado se procediera.

¿Cuándo tendríamos un régimen estable, un Estado de de-
recho estable? Lo tendríamos que estar cambiando todos
los días. La lógica del Congreso parece impulsar a la pre-
sentación de iniciativas. A más diputados, más iniciativas.

Menos aprobadas, más ineficacia. Menos iniciativas que
sirvan, un Congreso menos eficiente. Con más comisiones,
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con más instancias que en lugar de agilizar dificultan el tra-
bajo legislativo.

Encontrar la manera de hacer, evitar esta dinámica que se
caracteriza hoy por la lentitud, la insuficiencia, por la in-
eficacia, es reconocer que todo eso va en detrimento de la
democracia, no a favor.

Es por eso, estimados amigos, que urgimos a todas y a to-
dos ustedes a lograr una reducción de la representatividad
legislativa por la vía proporcional. Es decir, en pocas pala-
bras, 100 diputados plurinominales menos en la Cámara de
Diputados. Ningún senador plurinominal en la Cámara de
Senadores.

Hacer esto implica por supuesto riesgos, pero hoy por hoy
los partidos políticos, la representación pública, la responsa-
bilidad de gobierno debe asumir las causas ciudadanas como
propias e inherentes a su misión. Con este Congreso es más
difícil hacerlo, a este Congreso es más difícil escucharlo.

Deben ser menos diputados y deben ser menos senadores.
No es la primera vez que el PRI plantea esta opción ni es el
único paso que tenemos que dar para la verdadera reforma
del Poder Legislativo, ni es el único poder que tiene que re-
formarse. Tendríamos que reformar al Ejecutivo, tendríamos
que reformar al Poder Judicial, pero este es un paso que sí
podemos tomar ahora, que sí podemos tomar nosotros.

Este es un paso que no deberíamos evitar. Este es el espíri-
tu que anima esta argumentación que sustenta las modifi-
caciones que proponemos a los artículos 52, 53, 54 y 56 de
la Constitución los señores diputados Enrique Jackson, Cé-
sar Camacho –por segunda vez– y su servidor.

Estimados amigos, en el año 2010 me tocó decir frente al
Monumento de la Revolución: No se trata de averiguar qué
está cambiando, todo está cambiando. La pregunta es si no-
sotros somos parte de ese cambio o estamos siendo omisos.
Hay una revolución, la pregunta es si es con nosotros o ter-
minará siendo contra nosotros. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 52 a 54 y 56 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por los diputados César Camacho Quiroz y Jorge
Carlos Ramírez Marín, del Grupo Parlamentario del PRI

Los que suscriben, César Camacho Quiroz y Jorge Carlos
Ramírez Marín, diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional en la

LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, 78, fracción III, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55,
176, 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meten a consideración de esta soberanía la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforma los artí-
culos 52, 53, 54  y 56 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La conformación del Congreso Mexicano, se decide me-
diante un sistema electoral mixto, éste se caracteriza por la
proporción de curules mediante los principios de mayoría
relativa y de representación proporcional. El principio de
representación proporcional, surge con el objetivo de otor-
gar representatividad a las minorías del País, a fin de con-
tar un Congreso plural e incluyente que sume las volunta-
des de todos  los mexicanos. 

Como sabemos, el Congreso de la Unión se conforma por
la Cámara de Diputados y por la Cámara de Senadores. El
número de legisladores que integra dichas Cámaras, se en-
cuentra estipulado en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. Actualmente, 40% de los dipu-
tados son electos bajo el principio de representación
proporcional, conocidos comúnmente como “diputados
plurinominales” 

Artículo 52. La Cámara de Diputados estará integrada
por 300 diputados electos según el principio de votación
mayoritaria relativa, mediante el sistema de distritos
electorales uninominales, y 200 diputados que serán
electos según el principio de representación proporcio-
nal, mediante el Sistema de Listas Regionales, votadas
en circunscripcionales plurinominales.

Artículo 56. La Cámara de Senadores se integrará por
ciento veintiocho senadores, de los cuales, en cada Es-
tado y en la Ciudad de México, dos serán elegidos se-
gún el principio de votación mayoritaria relativa y uno
será asignado a la primera minoría. Para estos efectos,
los partidos políticos deberán registrar una lista con dos
fórmulas de candidatos. La senaduría de primera mino-
ría le será asignada a la fórmula de candidatos que en-
cabece la lista del partido político que, por sí mismo, ha-
ya ocupado el segundo lugar en número de votos en la
entidad de que se trate
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Los treinta y dos senadores restantes serán elegidos según
el principio de representación proporcional, mediante el
sistema de listas votadas en una sola circunscripción pluri-
nominal nacional. La ley establecerá las reglas y fórmulas
para estos efectos.

La Cámara de Senadores se renovará en su totalidad cada
seis años.

En los últimos años, la reducción de la composición de los
integrantes del Congreso de la Unión, que consiste en la
eliminación de 100 diputados federales de representación
proporcional y de 32 senadores de lista nacional, es un te-
ma que se ha analizado en diversos foros e incluso ha sido
ampliamente debatido en diversas ocasiones en los órganos
parlamentarios.

Los argumentos a favor de reducir el número de legislado-
res son bastos. Se alude con frecuencia que favorecería un
mejor funcionamiento de las tareas parlamentarias y traería
un ahorro económico significativo al Estado mexicano al
reducirse la carga burocrática.

Lo anterior en razón de que un mayor número de legisla-
dores:

• Retrasa la toma de decisiones y limita los consensos
entre las diferentes fuerzas políticas; 

• La dieta de cada legislador tiene un alto costo en die-
tas, prestaciones, gastos de representación, personal, en-
tre otras.

En este sentido, coincido plenamente que reducir para el
caso de la Cámara de Diputados de 500 a 400 el número de
sus miembros y para el Senado de la República de 128 a 96
legisladores, contribuirá fomentar el ahorro del gasto pú-
blico, a facilitar los acuerdos, a trabajar con mayor eficien-
cia y, sobre todas las cosas, a responder a una demanda que
por años ha expresado la ciudanía sobre el extenso número
de legisladores.

Basta recordar que México es uno de los países con más le-
gisladores a nivel internacional, con un total de 628, inclu-
so superando a naciones como Brasil (524) y Estados Uni-
dos (535), que poseen una cantidad mayor de población y
estados federados.

Sumado a lo anterior, hoy en día nuestro País atraviesa por
una situación coyuntural económica y social difícil, misma

que ha llevado al Gobierno tomar ciertas medidas de aus-
teridad, por lo que consideramos que la reducción de legis-
ladores, sería un acto de congruencia y de sensibilización
con sociedad mexicana, dado el impacto económico de
ahorro que esto traería.    

La presente propuesta no tiene como objetivo eliminar la
representación proporcional, sino únicamente reducirla. De
esta manera no se vería afectado el derecho de las minorí-
as de acceder a los cargos legislativos, como erróneamente
se ha señalado.

Los legisladores plurinominales, surgieron como producto
de una reforma en materia electoral democrática, con la
idea de incluir a las minorías dentro de los Congresos, con
el paso del tiempo la reforma ha cubierto cabalmente su
objetivo.

En la actualidad tenemos partidos políticos fuertes, alta-
mente competitivos y con una gran fuerza electoral, que no
necesitan de estas fórmulas para representar a la sociedad.
Desde hace ya varias Legislaturas tenemos una integración
plural, vigorosa y en la que convergen democráticamente
tanto mayorías como minorías, por lo que reducir la repre-
sentación proporcional no afectaría nuestra normalidad de-
mocrática.

Hoy la realidad política y económica de nuestro País es to-
talmente distinta a aquélla cuando se implementaron las
candidaturas plurinominales, la reducción de diputados y
senadores ayudaría no sólo al fortalecimiento de la demo-
cracia del País, sino a atender la demanda social que exis-
te ante la falta de credibilidad de las instituciones, así co-
mo la sensibilización de la clase política ante la situación
económica que se vive. 

El ahorro de los recursos económicos que de aprobarse es-
ta reforma, podrían canalizarse en favor de la sociedad, ya
sea en los distintos programas sociales o en los ámbitos
educativo o de salud, por citar algunos ejemplos.  

En la actualidad, este es un debate que se encuentra pos-
puesto y que debe ser retomado en lo inmediato, a efecto
de hacer un Congreso de la Unión menos oneroso y com-
prometido con la austeridad republicana, pero también que
facilite el debate responsable, un trabajo en comisiones
más ordenado, mayor agilidad en la asignación de respon-
sabilidades de los legisladores, así como la definición de
prioridades del Congreso de la Unión.
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Por lo anteriormente expuesto, es que sometemos a la con-
sideración de esta Honorable Asamblea, la presente inicia-
tiva con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 52, 53, 54 y
56 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Único. Se reforman los artículos 52, 53, 54 y 56 de la
Constitución Política de los Estados Unidos, para quedar
como sigue:

Artículo 52. La Cámara de Diputados estará integrada por
300 diputados electos según el principio de votación ma-
yoritaria relativa, mediante el sistema de distritos electora-
les uninominales, y 100 diputados que serán electos según
el principio de representación proporcional, mediante el
Sistema de Listas Regionales, votadas en circunscripciones
plurinominales.

Artículo 53. La demarcación territorial de los 300 distritos
electorales uninominales será la que resulte de dividir la
población total del país entre los distritos señalados. La
distribución de los distritos electorales uninominales entre
las entidades federativas se hará teniendo en cuenta el últi-
mo censo general de población, sin que en ningún caso la
representación de un Estado pueda ser menor de dos dipu-
tados de mayoría.

Para la elección de los 100 diputados según el principio de
representación proporcional y el Sistema de Listas Regio-
nales, se constituirán cinco circunscripciones electorales
plurinominales en el país. La Ley determinará la forma de
establecer la demarcación territorial de estas circunscrip-
ciones.

Artículo 54. La elección de los 100 diputados según el
principio de representación proporcional y el sistema de
asignación por listas regionales, se sujetará a las siguientes
bases y a lo que disponga la ley:

I a la VI.-…

Artículo 56. La Cámara de Senadores se integrará por no-
venta y seis senadores, de los cuales, en cada Estado y en
el Distrito Federal, dos serán elegidos según el principio de
votación mayoritaria relativa y uno será asignado a la pri-
mera minoría. Para estos efectos, los partidos políticos de-
berán registrar una lista con dos fórmulas de candidatos. La
senaduría de primera minoría le será asignada a la fórmula

de candidatos que encabece la lista del partido político que,
por sí mismo, haya ocupado el segundo lugar en número de
votos en la entidad de que se trate.

Se deroga párrafo segundo

La Cámara de Senadores se renovará en su totalidad cada
seis años.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Congreso de la Unión dentro de los
90 días posteriores a la publicación del presente decreto en
el Diario Oficial de la Federación, deberá llevar a cabo las
adecuaciones necesarias a la legislación secundaria corres-
pondiente.

Artículo Tercero. Se derogan todas aquellas disposiciones
que contravengan el presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de enero de 2017.— Dipu-
tados: César Camacho Quiroz, Jorge Carlos Ramírez Marín, Adolfo
Mota Hernández, Adriana del Pilar Ortiz Lanz, Adriana Terrazas Po-
rras, Alejandro Armenta Mier, Alex Le Baron González, Alma Caroli-
na Viggiano Austria, Ana Georgina Zapata Lucero, Andrés Aguirre Ro-
mero, Antonio Amaro Cancino, Antonio Tarek Abdala Saad, Araceli
Guerrero Esquivel, Arlet Mólgora Glover, Beatriz Vélez Núñez, Ben-
jamín Medrano Quezada, Braulio Mario Guerra Urbiola, Brenda Bo-
runda Espinoza, Carlos Barragán Amador, Carlos Federico Quinto
Guillén, Carlos Sarabia Camacho, César Alejandro Domínguez Do-
mínguez, Cristina Sánchez Coronel, David Aguilar Robles, David Epi-
fanio López Gutiérrez, David Mercado Ruiz, Delia Guerrero Corona-
do, Edgardo Melhem Salinas, Erick Alejandro Lagos Hernández,
Felipe Cervera Hernández, Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Perada,
Fernando Uriarte Zazueta, Fidel Cristóbal Serrato, Francisco Escobe-
do Villegas, Francisco Javier Santillán Oceguera, Gabriel Casillas Sa-
natta, Iveth Bernal Casique, Jasmine María Bugarín Rodríguez, Jesús
Enrique Jackson Ramírez, José Alfredo Torres Huitrón, José Hugo Ca-
brera Ruiz, José Luis Orozco Sánchez Aldana, Juan Antonio Ixtlahuac
Orihuela, Juan Antonio Meléndez Ortega, Julieta Fernández Márquez,
Leidi Fabiola Leyva García, Liliana Ivette Madrigal Méndez, Lucely
del Perpetuo Socorro Alpízar Carrillo, Luis Felipe Vázquez Guerrero,
María Bárbara Botello Santibáñez, María del Carmen Pinete Vargas,
María del Rocío Rebollo Mendoza, María Esther Guadalupe Camargo
Félix, María Marcela González Salas y Petricioli, María Soledad San-
doval Martínez, María Verónica Muñoz Parra, Martha Sofía Tamayo
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Morales, Miguel Ángel Sulub Caamal, Miguel Ángel González Salum,
Miriam Dennis Ibarra Rangel, Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo,
Noemí Zoila Guzmán Lagunes, Nora Liliana Oropeza Olguín, Oscar
Valencia García, Pablo Basáñez García, Pablo Bedolla López, Pedro
Alberto Salazar Muciño, Pedro Luis Noble Monterrubio, Ricardo Da-
vid García Portilla, Rosa Guadalupe Chávez Acosta, Rosalinda Muñoz
Sánchez, Ruth Noemí Tiscareño Agoitia, Salomón Majul González, Ti-
moteo Villa Ramírez, Víctor Manuel Silva Tejeda, Virginia Nallely Gu-
tiérrez Ramírez, Vitalico Cándido Coheto Martínez, Xitlalic Ceja Gar-
cía, Yerico Abramo Masso, Yulma Rocha Aguilar, senador Aarón Irízar
López (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Ramírez Marín. Túrnese a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales de la Cámara de Dipu-
tados. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNI-
DOS MEXICANOS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos, para presentar
dos iniciativas en una sola intervención la diputada Ana
Guadalupe Perea Santos. Primera iniciativa, con proyecto
de decreto que reforma los artículos 94 y 127 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita
por la diputada Cynthia Gissel García Soberanes, del Gru-
po Parlamentario de Encuentro Social. Y una iniciativa con
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley General para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas
y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos
Delitos, suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social.

La diputada Ana Guadalupe Perea Santos: Buenas tar-
des. Honorable asamblea, con el permiso de la Presidencia.
En Encuentro Social nos hemos convertido en la fuerza po-
lítica que defiende legítimamente la dignidad de las perso-
nas humanas y la economía de México. En esta ocasión,
volvemos a esta tribuna para entregar a la sociedad mexi-
cana propuestas de soluciones justas a los problemas surgi-
dos de la realidad histórica; la trata de personas y la des-
igualdad salarial en México.

Por cuanto a la trata todos coincidimos que es un flagelo y
una lacra que lesiona lo más profundo del tejido social y la-

cera la dignidad humana como pocas otras conductas anti-
sociales. Esta actividad delictiva se presenta en numerosos
sectores, desde el sector agrícola, fábricas maquiladoras, el
trabajo doméstico, la construcción y el comercio informal,
hasta establecimientos comerciales y de servicios sexuales
y de entretenimiento, todo ello muy lamentable.

A pesar de haberse establecido como delito en el orden ju-
rídico internacional, se agrava por seguir vigente tanto en
sus formas tradicionales como en formas análogas, alimen-
tando economías regionales, nacionales y de grandes gru-
pos financieros, y sin ser parte como tal de la legislación
penal en prácticamente ningún país del mundo.

Según la ONU, nuestro país es territorio de origen, tránsi-
to y destino de víctimas de este delito, convirtiéndose así
en caldo de cultivo idóneo para que distintas redes de trata
a nivel internacional encuentren aquí muchas áreas de
oportunidad. La justicia y la legislación se ponen hoy al día
y a la vanguardia con nuestra iniciativa.

Según el último informe de la Comisión Intersecretarial
contra la trata de personas, hasta diciembre de 2015 se emi-
tieron 637 sentencias, de las cuales 446 fueron condenato-
rias. Por otra parte, el reporte indica que entre 2012 y 2015,
mil 29 víctimas fueron rescatadas y 709 personas fueron
sentenciadas. Finalmente, reconoce una tendencia a la alza
en los últimos años a partir de que la ley de 2012 comenzó
a ser aplicada.

Con la iniciativa que hoy abanderamos, México se volverá
ahora referente a nivel mundial en la lucha contra la trata
de personas y en pro de la seguridad y la de nuestras niñas,
niños y jóvenes, los que nunca más serán vistos como mer-
cancía que pueda ser sujeta de comercio. Las bondades de
nuestra iniciativa son tan innegables como abiertas a la ad-
hesión de todas las formas y actores interesados en el for-
talecimiento del tejido social.

Por otra parte, en tiempos de convulsión y turbulencia eco-
nómica, la sociedad nos demanda austeridad y cautela en la
fijación de reconocimientos para quienes servimos y no
nos debemos servir.

La cosa pública y el dinero de todos debe tener no solo pi-
sos sin techos para el diseño de las estrategias salariales del
estado de México; para tal efecto, reformamos la Constitu-
ción para quitar al salario del presidente de la República su
calidad de referente –ello puesto– que además de no tener
lógica ni razón de ser, no se le señale al jefe del Ejecutivo
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federal la máxima retribución que podría percibir. Esto se
conjuga con diversos absurdos jurídicos.

Así, por poner un ejemplo, el artículo 9 del Manual de Per-
cepciones de los servidores públicos de las dependencias y
entidades de la administración pública federal, determina
una escala de diferenciación porcentual de 50 a 1 entre el
nivel más alto al que puede alcanzar un empleado federal,
con referencia al presidente de la República, en concor-
dancia con el propio artículo 127 que se pretende reformar.

En síntesis, al pasar de la protesta a la propuesta, nuestro
grupo parlamentario abona a que México supere el encono y
dé lugar al mejor de los encuentros; el encuentro social. Por
su atención muchas gracias. Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 94 y 127 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscri-
ta por la diputada Cynthia Gissel García Soberanes, del
Grupo Parlamentario del PES

La que suscribe, Cynthia Gissel García Soberanes, diputada
federal a la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión e integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Encuentro Social, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; así como 55, 56 y 57 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, someto a la consideración de esta soberanía, la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
modifican los artículos 94 y 127 de la Constitución Federal
de los Estados Unidos Mexicanos; al tenor siguiente

Exposición de Motivos

Pretender reformar la Constitución de nuestro país, no es
cosa menor. Se requiere de proponer aquello que la Socie-
dad se encuentra demandando y que realmente cale en la
misma.

Por lo tanto, pretendemos un cambio en la estructura de
nuestra Carta Magna, debidamente analizado, con rigurosi-
dad; tomando en consideración sus posibles consecuencias,
ventajas y perjuicios.

El primero que utilizó el concepto “Estado”, fue Maquia-
velo, para designar a la comunidad política organizada con
pretensiones de estabilidad, con carácter permanente.

En nuestros días, esa comunidad política, es un conjunto de
instituciones que ejercen el gobierno y aplican las leyes vi-
gentes sobre la población que reside en un determinado te-
rritorio, provisto de soberanía tanto interna como externa.

Pero lo más importante, el Estado es el garante de valores
y derechos como los de la vida, la libertad, la seguridad, la
propiedad, la justicia y los servicios públicos; procurando
alcanzar la felicidad de todos y cada uno de sus goberna-
dos. 

Para ello, se hace representar por servidores públicos, que
pueden ser electos por voluntad popular o designados.

Refiere la Ley Federal de Responsabilidades Administrati-
vas de los Servidores Públicos, que servidor público es to-
da persona física que desempeñe un empleo, cargo o comi-
sión de cualquier naturaleza en la administración pública.

En consecuencia, Servidor Público, es aquella persona físi-
ca que presta su servicio al Estado y lo brinda por utilidad
social. Es decir, que todo aquello que realiza es en benefi-
cio de todos y cada uno de los habitantes y no le genera
ninguna ganancia privada, solamente el salario, emolu-
mento o percepción que percibe del propio Estado por su
labor.

Ahora bien, ese servicio profesional merece y debe ser re-
tribuido acorde a la responsabilidad y condición presu-
puestaria de cada Institución.

En virtud de ello, por emolumento se entiende, según el
Diccionario de la Real Academia Española, edición 2014,
“proviene del latín emolumentum, utilidad o retribución.
‘Remuneración que corresponde a un cargo o empleo’”.

Por lo tanto, es la contraprestación justa que recibe el fun-
cionario de gobierno, misma que debe ser casi en su totali-
dad en dinero -adicionalmente puede ser en especie-, cuyo
pago es en forma periódica -catorcenal o quincenal en la
mayoría de los casos-, a cambio del servicio o labor para el
que fue contratado o electo.

En corolario, aún y cuando el artículo 127 de nuestra Má-
xima Ley ya dispone que nadie podrá obtener una retribu-
ción mayor a la que recibe el Presidente de la República,
considero que no existe un tope adecuado, puesto que no se
le señala al representante del Ejecutivo Federal, cuál sería
la máxima remuneración que podría percibir o techo finan-
ciero del que podría disponer.
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Determinar que el parámetro salarial lo es el del Presiden-
te de la República, es enaltecer el Presidencialismo que
tanto hemos combatido, es subordinar a los demás poderes
y restarles autonomía.

Recordemos, que con el establecimiento del principio de
división de poderes se buscó, por un lado, dividir el ejerci-
cio del poder y el desarrollo de las facultades estatales en-
tre diversos órganos o entes que constitucionalmente se en-
cuentran en un mismo nivel, con el fin de lograr los
contrapesos necesarios que permitan un equilibrio de fuer-
zas y un control recíproco; y, por otro, atribuir a los res-
pectivos órganos, especialmente a los que encarnan el Po-
der Legislativo y el Poder Judicial, la potestad necesaria
para emitir, respectivamente, los actos materialmente le-
gislativos y jurisdiccionales de mayor jerarquía en el orden
jurídico nacional.

A mayor abundamiento, no hay razón lógica ni jurídica, pa-
ra que el cargo de Jefe de Estado, sirva como referencia sa-
larial. 

Efectivamente, la reforma que en este sentido se hizo du-
rante la administración de Felipe Calderón, fue con una vi-
sión eminentemente empresarial y sin sentido social.

Por ello, propongo que se tome como base para establecer
el monto de la prestación, el salario mínimo, por tratarse de
una unidad de medida y valor.

Primeramente, porque es la unidad de medida que se utili-
za en la función privada. En segundo término, porque aten-
to a lo señalado en el artículo 90 de la Ley Federal del Tra-
bajo, al ser la suma menor que puede y debe recibir en
efectivo un trabajador a cambio del servicio prestado por
una jornada de ocho horas de trabajo, nos permite cuantifi-
car fácilmente a cuanto ascenderían las sumas que obten-
drían los funcionarios públicos y sería muy práctico ade-
cuar las mismas.

Con ello, sabríamos que el emolumento recibido sería sufi-
ciente para satisfacer las necesidades apremiantes de quien
encabeza la familia, para proveer educación a los hijos,
vestido, casa y sustento e incluso, para el sano esparci-
miento de todos sus dependientes económicos. 

Con la desindexación del salario mínimo, dimos un gran
paso para que éste pudiera avanzar a un mayor ritmo en su
recuperación gradual y sostenida; por lo tanto, estaríamos

fijando valores reales, justos y dignos, al momento de im-
plantar el monto que debe cubrirse a cada servidor público. 

Actualmente, de conformidad con el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación 2016, el salario diario del Presidente
de la República, es de $8 175.59 pesos moneda nacional, y
el salario mínimo para 2016 fue aprobado por la suma de
$73.04; ello quiere decir que, si dividimos lo que obtiene el
Ejecutivo Federal entre el valor del salario mínimo, éste
percibe 112 veces el salario mínimo diario.

Es un hecho notorio que, en esta gran nación existe una
mala distribución de la riqueza. Por lo que, las ganancias
obtenidas en razón del crecimiento económico, solo las
disfrutan los menos.

La desigualdad social se debe en parte, a la forma como se
encuentra moldeada la estructura salarial. Simplemente en
el sector público, por poner un ejemplo, el artículo 9 del
Manual de Percepciones de los Servidores Públicos de las
Dependencias y Entidades de la Administración Pública
Federal, determina una escala de diferenciación porcentual
de 50 a uno, entre el nivel más alto que puede alcanzar un
empleado federal con referencia al Presidente de la Repú-
blica, en concordancia con el propio artículo 127 que se
pretende reformar.

Lo anterior es un absurdo, porque existen áreas de total es-
pecialidad, donde muy pocos saben y conocen la materia y
deben ser retribuidos en relación a sus conocimientos y ne-
cesidades.

La dispar retribución que obtienen algunos gobernadores
de las diversas entidades federativas en comparación con
los empleados públicos llega casi a una diferencia porcen-
tual de 80 a1; según el portal de transparencia de las diver-
sas entidades federativas, publicaciones del periódico El
Universal en fecha 15 de octubre del presente año y la pá-
gina del Inegi http://www3.inegi.org.mx/sistemas/mexico-
cifras/.

Así tenemos a los gobernadores del PRD, como Graco Ra-
mírez, de Morelos; Arturo Núñez, de Tabasco; el jefe de
Gobierno de la Ciudad de México, Miguel Ángel Mancera,
que obtienen mensualmente $100 880.00 pesos, $ 101
990.00 pesos y $104 911.00 pesos, respectivamente.

Con más manga ancha los panistas, como el tristemente cé-
lebre gobernador de Baja California Francisco Vega de la
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Madrid, quien actualmente cuenta con un déficit presu-
puestario de mil millones de pesos en sus apenas tres pri-
meros años de desgobierno, pero quien obtiene la nada des-
preciable suma mensual de $110,000.00 pesos; misma
cantidad que percibe Francisco Domínguez Servién, go-
bernador de Querétaro; o los $113 286.00 que el goberna-
dor de Durango José Rosas Aispuro Torres se embolsa; sin
faltar los $125 950.00 de Carlos Mendoza Davis, goberna-
dor de Baja California Sur.

Igualmente, el gobernador de Oaxaca Gabino Cué, por la
alianza Movimiento Ciudadano-Partido del Trabajo, perci-
be $134,000 pesos mensuales.

En ese tenor, los gobernadores priistas con mayores ingre-
sos son Rubén Moreira Valdez de Coahuila quien obtiene
$175,886.00; y del Estado de México Eruviel Ávila Ville-
gas, quien percibe $185,000.00 pesos moneda nacional. 

Pero el aumento de prestaciones no es privativo de los go-
biernos emanados de los partidos políticos, el gobernador
independiente por el Estado de Nuevo León Jaime Rodrí-
guez Calderón, obtiene un monto mensual de $132 093.00
pesos, moneda nacional.

Y por citar más ejemplos vergonzantes, los Estados gober-
nados por panistas, como Guanajuato o Baja California,
donde sus Diputados Locales obtienen mensualmente
montos de $138 000.00 pesos y de $125 000.00 pesos res-
pectivamente como ingreso personal.

Para evitar que esos altos ingresos se sigan incrementando
y que los que obtienen los colaboradores de primero, se-
gundo y tercer nivel sigan congelados, es que se plantea
que la nómina no rebase el cincuenta por ciento del total
del gasto corriente; con ello, se van a contraer los sueldos
y alcanzarán su equiparación, porque se va a provocar que
el más alto no pueda subir y que los más bajos vayan al al-
za y sean más equitativos.

Pero de todos, a pesar de su alta responsabilidad, resulta
aberrante e insultante, que los Ministros de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, obtengan más de medio mi-
llón de pesos al mes.

El argumento toral para tan altos ingresos es que así, no se-
rán tentados para incurrir en actos de corrupción.

El Centro de Opinión Pública de la Universidad del Valle
de México, levantó una encuesta entre noviembre y di-

ciembre de 2014, para saber cuál era la percepción de los
mexicanos, sobre el porqué de la corrupción. Claramente
señalaron que no es un problema cultural, sino que un 27%
señaló que lo es los salarios ínfimos que reciben los servi-
dores públicos que acompañan a los gobernadores, Legis-
ladores y Jueces, en sus encomiendas.

Mills, C. Wright, en su obra La elite del poder, refiere so-
bre la corrupción: 

“La aspiración a una existencia adinerada, es el valor
dominante en relación con el cual ha decaído la influen-
cia de los otros valores, así que los hombres se hacen
moralmente implacables cuando se trata de ganar fácil-
mente el dinero y ser propietario con rapidez.” 

Sin embargo, como lo hemos señalado líneas arriba, los
funcionarios que son electos directa o indirectamente, co-
mo Alcaldes, gobernadores, Presidente de la República,
Ministros de la Corte, Senadores y Diputados; son quienes
obtienen un alto ingreso y los mandos medios e inferiores,
que generalmente son designados o contratados, perciben
cantidades ridículas por sus servicios.

Por lo tanto, debemos promover una política salarial
más justa; resultando insuficiente, el que los servidores
públicos no deben ganar más de lo que obtiene el titu-
lar del Ejecutivo Federal y limitarlo a que la suma de
todos sus ingresos no pueda ser mayor al 50% de lo que
éste obtiene.

Hay que poner un alto al aumento de ingresos de los servi-
dores públicos de primer nivel, e incrementar la paga de los
niveles intermedios y bajos, para que alcancen un punto
medio y justo.

No es ética ni moralmente válido, retribuir injusta e inequi-
tativamente los dineros entre los miembros del sector públi-
co de cualquier nivel de gobierno, municipal, estatal o fede-
ral; o de cualquier poder, legislativo, ejecutivo o judicial.  

Por eso, proponemos reformar la Constitución Federal, pa-
ra establecer nítidamente en la máxima ley, que las percep-
ciones no podrán ser excesivas, arbitrarias ni insultantes,
pero sí dignas, considerando los principios de austeridad y
coherencia; reduciendo la brecha existente entre los de más
alto nivel con la de sus inferiores.

Tomando en consideración, la heterogeneidad de los ele-
mentos y conceptos que caracterizan a los distintos grupos
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de servidores públicos, debiendo existir un adecuado
equilibrio entre los de similar categoría, nivel y grado.

Así, para determinar el valor del puesto, hay que atender a
las características de los mismos, estableciendo criterios de
comparación respecto al mercado laboral y equitativo den-
tro de la administración pública. 

Para esto, es necesario establecer un parámetro o medi-
da cuantificada, en el que se disponga que ningún ser-
vidor público podrá obtener un emolumento mayor a
determinada cantidad que sea instaurada en salarios
mínimos, atento al nivel de responsabilidad, las cir-
cunstancias de su entorno económico y social, condicio-
nes presupuestales, austeridad y población; sin que el
costo de la nómina sea mayor al cincuenta por ciento
del gasto corriente respecto del presupuesto de egresos
anual aprobado.

Igualmente, cada año podrán aumentarse en la medida
que se incremente el salario mínimo general o en razón
del porcentaje inflacionario. Ello, para que no pierda su
valor real.

Es pertinente hacer notar, que los Ministros de la Suprema
Corte de Justicia de nuestra Nación, actualmente perciben
un monto infinitamente mayor al que se propone en la pre-
sente iniciativa y, como muy probablemente tratarán de
atenerse a lo ordenado por el propio ordenamiento que se
pretende reformar, que reza que los emolumentos de estos
no podrán disminuirse mientras dure su encargo; es que se
plantea un artículo transitorio, estableciéndose que por ra-
zones de orden público, en justicia y porque la Constitu-
ción una vez que es aprobada entra en función sin mediar
si hubo algún perjuicio personal, por esta única vez, en el
siguiente ejercicio, tendrán que ajustar su presupuesto a lo
ordenado por el diverso 127 de la Constitución Federal.

Igualmente, se modifica el numeral 94 de la propia Carta
Magna, para estar acorde a lo que solicita la población en
general, que es, que los emolumentos recibidos por los ser-
vidores públicos sean plausibles, pero no injuriosos. 

En ese sentido, no se puede decir que estemos contrarian-
do el artículo 14 Constitucional, por cuanto hace al princi-
pio de retroactividad de la ley, por modificar o afectar una
situación jurídica concreta o un derecho.

Primeramente, los Ministros de la Corte, encarnan al poder
judicial y son depositarios del mismo, por lo que están des-

tinados a proteger los derechos del Poder Judicial por enci-
ma de su propio derecho y no reciben un salario, sino un
emolumento, por lo que con la reforma queda intocado su
derecho a continuar recibiéndolo; solo que bajo los princi-
pios de justicia social, bien común, austeridad, congruen-
cia, solidaridad, regulación jurídica integral, conjunción de
aspectos colectivos e individuales y nivel de acción más
adecuado del presupuesto a proteger.

La circunstancia de que en la época en que se otorgaron los
nombramientos de Ministros de la Suprema Corte no hu-
biese existido la disposición que ahora se pretende, no lle-
va a constituir ningún derecho a favor de los mismos que
se vea afectado, pues solo viene a colmar un vacío legisla-
tivo -ya que el artículo 75, 115, 116 y 122 así lo establecen
tratándose de los tres niveles de gobierno y respecto del
poder Ejecutivo y Legislativo- o la ausencia de una prohi-
bición específica -que los emolumentos a ser percibidos
tienen un tope o techo financiero-, en aras de proteger un
bien superior como lo son las finanzas públicas y los dine-
ros del pueblo.

Por otra parte, al limitarse razonablemente los egresos
del Estado, se preserva el interés general y se permite
evolucionar y actualizar la norma fundamental, incen-
tivando con ello, el perfeccionamiento de la democra-
cia.

Si bien es cierto, actualmente existe un privilegio en el ar-
tículo 94 de la Máxima Ley, que tutela un interés particu-
lar cuando dice que “la remuneración no podrá ser dismi-
nuida”, al añadirse que esa retribución deberá sujetarse a
lo ordenado por el artículo 127 de la normatividad en cita,
ese interés particular de 11 Ministros, tendrá que ceder an-
te el interés público y de la comunidad, de tal suerte que
ese probable interés particular no puede ni debe conflic-
tuarse con el interés general, ya que no existen derechos
adquiridos en temas de interés social que en todo momen-
to son susceptibles de generar normas prohibitivas de or-
den público.

En corolario, el emolumento que percibe quien encarna al
poder judicial en virtud de un nombramiento que mediante
elección le fue otorgado por el Legislativo a propuesta del
Ejecutivo, no se puede oponer a una orden emanada de la
Carta Magna, al haber sido ésta modificada por razones vá-
lidas que la justifican; ya que el interés a seguir percibien-
do en la misma cantidad en que originalmente lo hacían,
sucumbe ante la supremacía del interés del pueblo y de la
propia Constitución.
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Se insiste, los Ministros de la Suprema Corte no son em-
pleados del Poder Judicial, ellos son el Poder Judicial
mismo; por lo tanto, su nombramiento no tiene el efecto de
fijar derechos y obligaciones entre la persona designada y
el Estado, sino de condicionar la existencia del acto de de-
signación al cumplimiento de las disposiciones legales
existentes por parte de la persona nombrada.

A mayor abundamiento, es de explorado derecho que, al
tratarse de una reforma constitucional, ésta entra en vigor
en el momento mismo de su publicación, pues se trata de
una unidad coherente y homogénea, que se ubica en el ori-
gen del sistema jurídico y ocupa la posición suprema en su
estructura jerárquica, de manera que, las modificaciones en
su contenido no afectan su identidad pues ésta permanece
a pesar de los cambios.

Señala la investigadora del Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas de la UNAM, Carla Huerta, en su ensayo denomi-
nado Retroactividad en la Constitución: “…la operatividad
en el tiempo de disposiciones jurídicas fundamentales no
siempre está limitada a actos futuros. Al modificar un pre-
cepto constitucional ha de entenderse que ese fue siempre
su significado y los casos pendientes de resolución han de
resolverse conforme a la nueva disposición… La propia y
especial naturaleza de la Constitución implica entre mu-
chas otras cosas considerarla siempre como una unidad co-
herente y homogénea en todo momento. Como una norma
que permanece siempre la misma a pesar de los cambios, la
dinámica de la norma es parte de su carácter jurídico, sin
embargo, en la norma constitucional es importante recor-
dar que el cambio no afecta su identidad… La Constitu-
ción, por ser la primera norma positiva, crea el sistema ju-
rídico… Al ser reformada, la Constitución en realidad no
se transforma, ontológicamente sigue siendo la misma nor-
ma, las modificaciones al texto en realidad no la hacen dis-
tinta, opera una ficción que permite concebir a la Constitu-
ción como si siempre hubiese previsto los mismos
enunciados. La norma fundamental es una norma que man-
tiene su identidad a pesar de las transformaciones que su-
fre, pueden cambiar sus contenidos o su estructura y sigue
siendo la misma norma, …Es como si el texto que entra en
vigor tras la reforma, fuese el que siempre había estado vi-
gente, lo cual no implica que las reformas a la Constitución
sean necesariamente retroactivas, sino, por decirlo de algu-
na manera, que su operatividad en el tiempo no es la ordi-
naria.”  

Así, en el caso de la Constitución, no es posible hablar de
derechos adquiridos, tanto porque el procedimiento de re-

forma regulado en su artículo 135 no prevé limites mate-
riales -sino en su caso únicamente formales-, como porque
los medios de control constitucional que prevé no le son
aplicables a si misma por un principio de coherencia.

Acorde con la jerarquía de la Carta Fundamental, las nor-
mas constitucionales “originales”, como creadoras y con-
formadoras del sistema jurídico, por un lado, determinan el
significado de las demás y, por otro, tienen la capacidad de
regular y modificar de manera permanente o temporal ac-
tos o situaciones jurídicas que ocurrieron previamente a su
entrada en vigor, por disposición expresa, ya sea en su tex-
to o en los artículos transitorios.

Asimismo, sus “reformas” pueden operar sobre hechos o
situaciones ocurridos hacia el pasado no sólo por disposi-
ción expresa del órgano reformador, sino incluso por inter-
pretación, de modo que su operatividad temporal no sola-
mente es especial, sino que depende de diversas
circunstancias, con independencia de que puede atribuir
efectos retroactivos a sus normas de manera explícita -por
disposición del Constituyente o del órgano reformador-, o
bien, implícita, a través de la jurisprudencia en el caso de
normas que amplíen la esfera de derechos de los particula-
res, sin que ello se traduzca en una transgresión al princi-
pio de irretroactividad de la ley.

Sirven la siguiente tesis, que norman criterio:

Instituciones policiales de la federación, el Distrito
Federal, estados y municipios. La aplicación del artí-
culo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párra-
fo, de la Constitución federal, reformado mediante
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 18 de junio de 2008, el cual prevé que sin im-
portar el resultado del juicio o medio de defensa pro-
movido por sus miembros contra su separación,
remoción, baja, cese o cualquier otra forma de ter-
minación del servicio no procederá, en ningún caso,
su reincorporación a éste, no viola la garantía de
irretroactividad de la ley.

Según criterio sostenido por nuestro Máximo Tribunal
al emitir la jurisprudencia 446, publicada en el Apéndi-
ce al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000,
Tomo I, Materia Constitucional, página 515, de rubro:
“Retroactividad de la ley, preceptos constitucionales no
son impugnables por.”, no podrá darse efecto retroacti-
vo a las leyes dictadas por el legislador común, porque
lo prohíbe el artículo 14 de la Constitución Política de
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los Estados Unidos Mexicanos, a diferencia de las ex-
pedidas por el Constituyente, sin que en este último ca-
so se viole garantía individual alguna, atento al princi-
pio de supremacía constitucional. Así, la aplicación del
artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párra-
fo, constitucional, reformado mediante decreto publica-
do en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio
de 2008, el cual prevé que sin importar el resultado del
juicio o medio de defensa promovido por los miembros
de las instituciones policiales de la Federación, el Dis-
trito Federal, Estados y Municipios contra su separa-
ción, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de ter-
minación del servicio no procederá, en ningún caso, la
reincorporación a éste, no viola la garantía de irretroac-
tividad de la ley, además, su contenido es constitucional,
ya que la Norma Fundamental unifica y da validez a to-
das las demás que componen el derecho positivo mexi-
cano, máxime que sólo puede ser modificada o adicio-
nada en términos de su artículo135, y únicamente por
conducto de un órgano especialmente calificado para
ello.

Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Adminis-
trativa del Primer Circuito.

Amparo directo 154/2010. Juan Antonio Jiménez Ló-
pez. 14 de julio de 2010. Unanimidad de votos. Ponen-
te: María Guadalupe Molina Covarrubias. Secretaria:
Laura Elizabeth Miranda Torres.

Amparo directo 228/2010. Guillermo Javier Balderas
Estrada. 14 de julio de 2010. Unanimidad de votos. Po-
nente: Carlos Amado Yáñez. Secretaria: María Elena
Bautista Cuéllar.

Controversias dentro del Poder Judicial de la Fede-
ración a que se refiere el artículo 11, fracción IX, de
su Ley Orgánica. Son inoperantes los argumentos
ajenos a las diferencias o conflictos entre órganos.

Dado que la materia de las controversias a que se refiere la
disposición citada, se reduce a pronunciarse sobre la inter-
pretación y aplicación de los artículos 94, 97, 99, 100 y 101
constitucionales, debe estimarse que son inoperantes los
argumentos planteados por los titulares en un procedimien-
to de esa naturaleza, que se refieran a cuestiones ajenas a la
esfera de los órganos que encarnan, como son los relacio-
nados con la posibilidad de que puedan ser considerados
dentro de la carrera judicial o bien sean apoyados con de-
terminadas actividades de capacitación, ya que estos plan-

teamientos, además de no relacionarse directamente con la
esfera de atribuciones de los respectivos órganos del Poder
Judicial de la Federación, sino con las expectativas perso-
nales de los servidores públicos que los encarnan, pueden
plantearse ante diversos órganos del propio Poder que
constitucional y legalmente se han establecido para anali-
zar los aspectos de la carrera judicial el nombramiento y
adscripción a diversos cargos judiciales.

Controversia judicial federal 1/2005. Noé Corzo Corral y
otros. 11 de octubre de 2005. Mayoría de siete votos. Disi-
dentes: José Ramón Cossío Díaz, Genaro David Góngora
al Pimentel y Juan N. Silva Meza. Ausente: José de Jesús
Gudiño Pelayo. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en
su ausencia hizo suyo el asunto el señor Ministro presiden-
te Mariano Azuela Güitrón. Secretarios: José Alberto Ta-
mayo Valenzuela y Rafael Coello Cetina.

El Tribunal Pleno, el cinco de enero en curso, aprobó, con
el número XI/2006, la tesis aislada que antecede. México,
Distrito Federal, a cinco de enero de dos mil seis.

Prima de antigüedad. Los magistrados del Tribunal Su-
perior de Justicia del estado de Baja California, no tie-
nen derecho a recibir la que prevé la Ley del Servicio
Civil de los Trabajadores al Servicio de los Poderes del
Estado, Municipios e Instituciones Descentralizadas.

De lo dispuesto en la Constitución Política del Estado de
Baja California y la legislación aplicable, se desprende que
los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, son de-
positarios del Poder Judicial Local, sujetos a normas cons-
titucionales y legales en cuanto a la función que desempe-
ñan, que los distinguen de los trabajadores de confianza al
servicio del Estado, entre las que se encuentran la duración
del cargo y su permanencia en él, si al término del periodo
de seis años para el que son nombrados, son ratificados,
previo dictamen del Consejo de la Judicatura del Estado; la
protección a la remuneración que perciben y a su indepen-
dencia. También se desprende que la vigilancia, adminis-
tración y disciplina del Poder Judicial del Estado, está a
cargo del Consejo de la Judicatura y que los Magistrados
podrán ser sujetos de juicio político. Además, la Ley del
Servicio Civil de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Municipios e Instituciones Descentralizadas, establece, en
su artículo 3o., que la relación jurídica que regula, es la es-
tablecida entre “las autoridades públicas, sus titulares y
funcionarios y los trabajadores que laboren en las mismas,
bajo su dirección y el pago de un salario”, por lo que si los
Magistrados del Tribunal Superior tienen carácter de depo-
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sitarios de uno de los tres poderes, no pueden tener derecho
a las prestaciones que se establecen para los trabajadores
del Estado, en la Ley del Servicio Civil.

Contradicción de tesis 18/97. Entre las sustentadas por el
Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y
el Segundo Tribunal Colegiado del mismo circuito. 9 de
abril de 1999. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Agui-
rre Anguiano. Secretaria: Adela Domínguez Salazar.

Tesis de jurisprudencia 43/99. Aprobada por la Segunda
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de
mayo de mil novecientos noventa y nueve.

En mérito de lo anterior, me permito exponer el siguiente
cuadro comparativo:
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Por lo expuesto y fundado, someto a consideración del ple-
no de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de
la Unión, iniciativa con proyecto de

Decreto que modifica los artículos 94 y 127 de la Carta
Fundamental

“Artículo Único. Se modifican los artículos 94 y 127 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 94. Se deposita… 

La administración…

La Suprema…

En los términos…

La competencia…

El Consejo…

Asimismo… 

El Pleno…

Los juicios…

La Ley…

La remuneración que perciban por sus servicios los Mi-
nistros de la Suprema Corte, los Magistrados de Circui-
to, los Jueces de Distrito y los Consejeros de la Judica-

tura Federal, así como los Magistrados Electorales, no
podrá ser disminuida durante su encargo; debiendo su-
jetarse siempre a lo ordenado por el artículo 127 de
esta Constitución.

Los Ministros…

Ninguna persona…

Artículo 127. Los servidores públicos…

Dicha remuneración será determinada anual y equitativa-
mente en los presupuestos de egresos correspondientes, ba-
jo las siguientes bases:

I. Se considera...

II. Ningún servidor público podrá recibir remunera-
ción, en términos de la fracción anterior, por el de-
sempeño de su función, empleo, cargo o comisión,
mayor a noventa veces el salario mínimo elevado al
año y que haya sido autorizado en términos de ley. 

III. Ningún servidor público podrá tener una remu-
neración igual o mayor que su superior jerárquico;
salvo que el excedente sea consecuencia del desem-
peño de varios empleos públicos, que su retribución
sea producto de las condiciones generales de trabajo,
derivado de un trabajo técnico calificado o por espe-
cialización en su función.

IV. No se concederán…

V. Las remuneraciones y sus tabuladores serán pú-
blicos, y deberán especificar y diferenciar la totali-
dad de sus elementos fijos y variables tanto en efec-
tivo como en especie; deben ser afines al nivel de
responsabilidad, las circunstancias de su entorno
económico y social, condiciones presupuestales, aus-
teridad y población; sin que el costo total de nómina
sea mayor al cincuenta por ciento del gasto corrien-
te respecto del presupuesto de egresos anual aproba-
do.

Igualmente, cada año deberán aumentarse en la me-
dida que se incremente el salario mínimo general o
en razón del porcentaje inflacionario.

VI. El Congreso…
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. Las disposiciones que contravengan el presente
decreto quedarán sin efecto.

Segundo. Las remuneraciones que en el actual ejercicio se-
an superiores a la máxima establecida en el presente De-
creto, deberán ser ajustadas o disminuidas en los presu-
puestos de egresos correspondientes al ejercicio fiscal del
año siguiente a aquél en que haya entrado en vigor el pre-
sente decreto.

Tercero. Las legislaturas de las entidades federativas en el
ámbito de su competencia, deberán expedir o adecuar la le-
gislación, de conformidad con los términos del presente
Decreto, dentro de un plazo de 180 días naturales siguien-
tes a su entrada en vigor.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 17 de ene-
ro de 2017.— Diputada Cynthia Gissel García Soberanes (rúbrica).»

Presidencia del senador
Aarón Irízar López 

El Presidente senador Aarón Irízar López: Se remite a
la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara
de Diputados.

LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y
ERRADICAR LOS DELITOS EN MATERIA DE TRATA
DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN Y ASIS-
TENCIA A LAS VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS

La diputada Ana Guadalupe Perea Santos: «Iniciativa
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Deli-
tos en materia de Trata de Personas y para la Protección y
Asistencia a las Víctimas de Estos Delitos, suscrita por in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del PES

Los que suscriben, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta ante esta soberanía la iniciati-
va que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley

General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en
Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asis-
tencia a las Víctimas de Delitos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Diseñar un modelo de estructura de los tipos penales en
materia de trata de personas implicó la búsqueda de solu-
ciones ante la idea generalizada de que para perseguir este
delito era indispensable demostrar la consecución del fin,
es decir, la explotación, cuyas conductas además no esta-
ban ni siquiera definidas en la legislación penal, ello es
porque hasta la publicación de la Ley General para Preve-
nir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata
de Personas y para la Protección y Asistencia a las Vícti-
mas de estos Delitos, no se había comprendido que la trata
de personas es un delito “proceso”, y que cada una de sus
fases puede ser sancionada.

Desde la publicación de la Ley General para Prevenir, San-
cionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Per-
sonas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de
estos Delitos, se ha polemizado respecto de esta nueva for-
ma de tipificación penal, y que principalmente se ha criti-
cado que el tipo penal regulado en el artículo 10, no exija
la demostración de medios comisivos, como son el engaño,
la seducción y el uso de violencia física o psicoemocional,
sin embargo, los medios comisivos no son un requisito in-
dispensable de los elementos del tipo penal, sino que in-
cluso son elementos que se agregan como una forma de
agravar el delito, basta con revisar las redacciones de los
actuales códigos penales para encontrar por ejemplo que el
delito de homicidio no requiere la demostración de medios
comisivos y que algunos de ellos son considerados como
circunstancias agravantes del delito, lo cual también ocurre
para los delitos en materia de trata de personas.

Ahora bien, en el ámbito internacional tampoco ha sido in-
dispensable que los textos sugeridos incluyan los medios
comisivos como elementos del tipo penal, la Convención
de Naciones Unidas sobre la Esclavitud,1 establece una de-
finición en los siguientes términos:

“Artículo 1

A los fines de la presente Convención se entiende que:

1. La esclavitud es el estado o condición de un indivi-
duo sobre el cual se ejercitan los atributos del derecho
de propiedad o algunos de ellos.
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2. La trata de esclavos comprende todo acto de captura,
adquisición o cesión de un individuo para venderle o
cambiarle; todo acto de cesión por venta o cambio de un
esclavo, adquirido para venderle o cambiarle, y en ge-
neral todo acto de comercio o de transporte de escla-
vos.”

Así también la  Convención Suplementaria sobre la Aboli-
ción de la esclavitud, la Trata de Esclavos y las Institucio-
nes y Prácticas Análogas a la Esclavitud,2 tampoco contie-
ne en su redacción los medios comisivos:

“Sección III
Disposiciones Comunes a la Esclavitud y a las 

Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud

Artículo 5

En cualquier país donde la esclavitud o las instituciones
y prácticas mencionadas en el artículo 1 de esta Con-
vención no hayan sido completamente abolidas o aban-
donadas, el acto de mutilar o de marcar a fuego, o por
otro medio, a un esclavo o a una persona de condición
servil –ya sea para indicar su condición, para infligirle
un castigo o por cualquier otra razón–, o la complicidad
en tales actos, constituirá delito en la legislación de los
Estados Partes en la Convención, y las personas decla-
radas culpables incurrirán en penalidad.

Artículo 6

1. El hecho de reducir a una persona a esclavitud, o de
inducirla a enajenar su libertad o la de una persona de-
pendiente de ella para quedar reducida a esclavitud, la
tentativa de cometer estos actos o la complicidad en
ellos o la participación en un acuerdo para ejecutarlos,
constituirán delito en la legislación de los Estados Par-
tes en la Convención y las personas declaradas culpa-
bles de ellos incurrirán en penalidad.

2. A reserva de lo establecido en el párrafo primero del
artículo 1 de la Convención, las disposiciones del párra-
fo 1 del presente artículo se aplicarán también al hecho
de inducir a una persona a someterse o a someter a una
persona dependiente de ella a un estado servil que re-
sulte de cualquiera de las instituciones o prácticas men-
cionadas en el artículo 1, así como a la tentativa de co-
meter estos actos, o la complicidad en ellos, y a la
participación en un acuerdo para ejecutarlos.

Sección IV
Definiciones

Artículo 7

A los efectos de la presente Convención:

a) La “esclavitud”, tal como está definida en el Conve-
nio sobre la Esclavitud de 1926, es el estado o condición
de las personas sobre las que se ejercen todos o parte de
los poderes atribuidos al derecho de propiedad, y “es-
clavo” es toda persona en tal estado o condición;

b) La expresión “persona de condición servil” indica to-
da persona colocada en la condición o estado que resul-
ta de alguna de las instituciones o prácticas menciona-
das en el artículo 1 de la Convención;

c) “Trata de esclavos” significa y abarca todo acto de
captura, de adquisición o de disposición de una persona
con intención de someterla a esclavitud; todo acto de ad-
quisición de un esclavo con intención de venderlo o de
cambiarlo; todo acto de cesión por venta o cambio de
una persona, adquirida con intención de venderla o cam-
biarla, y, en general, todo acto de comercio o de trans-
porte de esclavos, sea cual fuere el medio de transporte
empleado.”

Sin embargo, el compromiso del Estado Mexicano pa-
ra prevenir, investigar y sancionar la trata de personas
como la nueva forma de esclavitud moderna, no inicia
con la firma de la Convención de Palermo, sino que tie-
ne sus antecedentes, en la todavía vigente en el Conve-
nio para la Represión de la Trata de Personas y de la Ex-
plotación de la Prostitución Ajena,3 en la que se
reconoce que:

“… la prostitución y el mal que la acompaña, la trata de
personas para fines de prostitución, son incompatibles
con la dignidad y el valor de la persona humana y ponen
en peligro el bienestar del individuo, de la familia y de
la comunidad,…

Por lo tanto, Las Partes Contratantes Convienen por el pre-
sente en lo que a continuación se establece:

Artículo 1

Las Partes en el presente Convenio se comprometen a
castigar a toda persona que, para satisfacer las pasiones
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de otra: 1) Concertare la prostitución de otra persona,
aun con el consentimiento de tal persona; 2) Explotare
la prostitución de otra persona, aun con el consenti-
miento de tal persona.

Artículo 2

Las Partes en el presente Convenio se comprometen
asimismo a castigar a toda persona que: 1) Mantuviere
una casa de prostitución, la administrare o a sabiendas
la sostuviere o participare en su financiamiento; 2) Die-
re o tomare a sabiendas en arriendo un edificio u otro lo-
cal, o cualquier parte de los mismos, para explotar la
prostitución ajena.

Artículo 3

En la medida en que lo permitan las leyes nacionales se-
rán también castigados toda tentativa de cometer las in-
fracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 y todo ac-
to preparatorio de su comisión.

Artículo 4

En la medida en que lo permitan las leyes nacionales,
será también punible la participación intencional en
cualquiera de los actos delictuosos mencionados en los
artículos 1 y 2.

En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, los
actos de participación serán considerados como infraccio-
nes distintas en todos los casos en que ello sea necesario
para evitar la impunidad.

Como se observa, estas redacciones convencionales tam-
poco integran medios comisivos en su redacción, en inclu-
so señalan que el consentimiento de la víctima es irrele-
vante para sancionar la conducta ilícita.

La Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los
Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protec-
ción y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, represen-
ta un cuerpo normativo integral, en cuyo desarrollo e im-
plementación se vieron involucrados diversos sectores de
la sociedad mexicana que expusieron su preocupación por
la poca o nula atención al tema y quienes aportaron con su
capacidad y experiencia para el desarrollo de la misma, así
en el Diagnóstico Nacional sobre la Trata de Personas en
México, la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y
el Delito,4 ha considerado que “Esta nueva ley pretende

lograr, por primera vez, que se determinen competencias y
canales de coordinación entre los Poderes de la Unión y los
Gobiernos Federal, estatales, del Distrito Federal y muni-
cipales para la prevención, la investigación, la persecución
y la sanción de la trata de personas; que se homologuen en
todo el país los tipos penales; y que se distribuyan compe-
tencias y se establezcan formas de coordinación en materia
de protección y asistencia a las víctimas. Estos tres objeti-
vos son sumamente relevantes y, en definitiva, traerán con-
sigo beneficios no conseguidos por ordenamientos jurídi-
cos anteriores.

Asimismo destaca que el enfoque de la ley es la protección
y asistencia de las víctimas y sus familiares, sobre todo re-
salta la regulación en materia de cambio de identidad y
cambio de residencia, al considerar que “Es clara la impor-
tancia que se brinda al tema de la protección y asistencia,
no sólo a las víctimas, sino a los familiares y testigos. Si
bien muchas de las disposiciones en materia de víctimas
eran ya abordadas por la anterior ley, existen novedades in-
teresantes como, por ejemplo, la obligación del Estado de
garantizar a las víctimas de la delincuencia organizada na-
cional o transnacional su cambio de identidad y de resi-
dencia, aun cuando es necesario reglamentar procedimien-
tos específicos para el otorgamiento de documentos de
identidad y de viaje.”

La perspectiva de derechos humanos con que fue elabora-
da la ley, también es motivo de señalamiento por parte de
esta oficina de Naciones Unidas, y explica que “Es también
relevante el hecho de obligar a la Secretaría de Goberna-
ción, a través del Instituto Nacional de Migración, a otor-
gar condiciones de estancia por razones humanitarias a las
víctimas extranjeras y a sus ascendientes y descendientes
en primer grado durante el período de espera y durante el
procedimiento penal. En los casos que lo ameriten, dicha
estancia estará acompañada de permisos de trabajo y podrá
convertirse en un permiso de residencia permanente a soli-
citud de las víctimas. Si bien este derecho ya era garanti-
zado por el Instituto Nacional de Migración desde hace va-
rios años, constituye un gran avance el que fuera incluido
en la Ley de Migración de 2011.

Así también destaca que la atención brindada a las víctimas
no se límite a la creación de refugios, sino que también es-
té enfocada en la recuperación a largo plazo de las víctimas
sobrevivientes, cuando señala que “Finalmente, es destaca-
ble el que se haya previsto la creación no sólo de refugios
sino de casas de medio camino que son indispensables pa-
ra la recuperación a largo plazo de las personas afectadas y
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de sus familias, así como de los fondos federal y estatales
para la atención de víctimas, compuestos por recursos pro-
venientes de diversas instancias (artículo 81 de la
LGPSETP), los cuales podrán ser utilizados para el pago
de la reparación del daño a la víctima, en los términos de
las legislaciones federal y locales sobre extinción de domi-
nio, en caso de que los recursos del sentenciado sean insu-
ficientes para cubrir el monto determinado por el juzga-
dor.”

Debe ser tomado en cuenta también que las principales crí-
ticas se han basado en el Informe Anual de Trata de Perso-
nas que elabora el Gobierno de los Estados Unidos de Nor-
te América, y que hoy ha sido cuestionado en ese país por
sus legisladores, quienes han propuesta modificaciones pa-
ra su integración como resultado del reporte realizado por
la United States Government Accountability Office5 (Ofi-
cina de Rendición de Cuentas del Gobierno de los Estados
Unidos), que es un organismo homologo a la Auditoría Su-
perior de la Federación y que ha puesto en duda la meto-
dología utilizada en ese reporte para determinar los niveles
de cumplimiento de los países en materia de prevención,
persecución y sanción de los delitos en materia de trata de
personas, por lo tanto la evaluación hecha a México en es-
ta materia por ese gobierno no debería ser considerada has-
ta en tanto no se haya transparentado la metodología.6

Asimismo, quienes han criticado la ley vigente, no han po-
dido establecer de qué forma afectarán las reformas pro-
puestas a las actuales sentencias y cuantas víctimas pueden
ser afectadas por esa decisión, ello es relevante pues la res-
ponsabilidad de los legisladores es la de vigilar que las mo-
dificaciones propuestas no impliquen regresiones que pue-
dan constituir violaciones a derechos humanos o bien una
desprotección indebida para aquellos a quienes se dirige la
norma modificada, en términos de lo establecido por el ar-
tículo 1o. de la Constitución General.

En este caso están diversas víctimas de explotación sexual
y víctimas de explotación laboral, como observamos en re-
cientes casos ocurridos en Baja California y Coahuila, en
donde fueron rescatadas familias enteras de jornaleros
agrícolas que estaban en situación de trata.

Ahora bien, debe señalarse también que la ley que ha esta-
do vigente desde junio de 2012, ha traído un incremento
considerable en las sentencias obtenidas en esta materia,
pues según lo reportado por la Secretaría de Gobernación
durante los años 2013, 2014 y 2015 se han obtenido 347
sentencias, con un total de 549 personas sentenciadas, y

586 víctimas detectadas, para el mismo periodo de tiempo,
pese a lo anterior, su implementación ha presentado diver-
sos obstáculos, algunos debido a lo novedoso de su desa-
rrollo como Ley General, que ha derivado en algunas de-
claraciones de inconstitucionalidad por parte de la
Suprema Corte de Justicia a legislaciones locales que no se
ajustaban al mandato de la Ley General y algunas porque
no se lleva a cabo su aplicación a cabalidad o bien porque
se desconocen sus alcances o no se ha recibido la adecua-
da capacitación para su aplicación.

Por ello, se considera pertinente realizar una revisión para
mejorar algunos de los aspectos que nos parecen quedaron
inconclusos en la redacción aprobada originalmente. Ello
es así, porque el proceso de creación de normas nunca con-
cluye y ello nos permite perfeccionar los instrumentos con
los que contamos y mejorar su aplicación, por ello es que
se realizó una revisión del instrumento y mediante esta ini-
ciativa se pretende hacer algunos ajustes que permitirán
una mejor transición hacia el modelo integral de preven-
ción, investigación, sanción y erradicación de la trata de
personas en un marco de irrestricto respeto a los Derechos
Humanos.

Por lo anterior se propone agregar en el artículo 9 la Ley
General de Víctimas como un ordenamiento de aplicación
supletoria, para que se otorguen protecciones y derechos a
las víctimas primero con lo establecido por la Ley General
para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia
de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las
Víctimas de estos Delitos y de manera complementaria con
lo establecido por la Ley General de Víctimas, de igual ma-
nera se debe ajustar al nuevo sistema de justicia penal por
lo que se incluye el Código Nacional de Procedimientos
Penales.

Por lo que hace al artículo 10, se considera necesario mo-
dificar el primer párrafo de tal suerte que se sancione la
conducta por cada una de las personas que captada, engan-
chada, transportada, transferida, retenida, entregada, reci-
bida o alojada, a efecto de evitar un indebida interpretación
y se considere que será la misma sanción si se trata de una
persona o 2 o más personas. Asimismo se establece de ma-
nera clara que la sanción por la conducta del artículo 10, no
exime de la aplicación de las sanciones que corresponden a
cualquiera de las formas de explotación reconocidas por la
Ley General.

Aun cuando la Ley General para prevenir, sancionar y erra-
dicar los delitos en Materia de Trata de Personas en su ar-
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tículo 35 sanciona al que, a sabiendas de la situación de tra-
ta de la víctima, adquiera, use, compre, solicite o alquile
servicios de una persona para cualquiera de los fines pre-
vistos en los delitos materia de la presente ley. Es relevan-
te que para el caso de la explotación sexual queden esta-
blecidas de manera objetiva algunos de los indicadores que
harían presumir a cualquier persona que se está ante una
víctima de trata, por lo que se sugiere adicionar un segun-
do párrafo al artículo 35, así como cuatro fracciones en el
que se describe de manera objetiva las hipótesis por las
cuales se podría considerar que cualquier persona puede
saber que está frente a una víctima de trata de personas.

De igual manera, se detectó que no se estableció una regla
especial para la prescripción de los delitos de Trata de Per-
sonas, por lo que se aplica en consecuencia las reglas ge-
nerales establecidas en el Código Penal Federal, esto es re-
levante sobre todo cuando se trata de víctimas menores de
edad, y de aquellas personas que no tienen la capacidad de
comprender o de resistir el acto, por lo cual se propone que
se adicione un artículo 38 Bis, en el que se establezca que
el término de prescripción de esos delitos empezará a con-
tar a partir de que las víctimas menores de edad cumplan
18 años, o bien, en el caso de víctimas que no tengan la ca-
pacidad de comprender o resistir el acto en el momento en
que el Ministerio Público tenga conocimiento de los he-
chos.

Por lo que hace a la calidad del sujeto activo del delito, se
sugiere, en concordancia con otras disposiciones de la mis-
ma naturaleza en materia penal que se agrave la sanción
cuando se trate de servidores públicos encargados de pre-
venir, investigar y sancionar los delitos de trata de persona,
ello por tener estos servidores una responsabilidad adicio-
nal para con la sociedad y las víctimas de estos delitos, de-
biendo en todo momento cumplir con el principio de la de-
bida diligencia y asegurar la protección de las víctimas de
estos delitos. Es por ello que se sugiere adicionar un artí-
culo 41 Bis.

Se propone también derogar el artículo 68 de la Ley Gene-
ral para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Ma-
teria de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia
a las Víctimas de estos Delitos, debido toda vez que es cla-
ro que los textos se encuentran repetidos, y no existe nece-
sidad de conservar dos artículos con la misma redacción,
por lo que sólo se corrige para que su contenido quede in-
tegró en el texto que actualmente existe en el artículo 65. 

A efecto de establecer con claridad las definiciones de los
conceptos incluidos en la Ley General para Prevenir, San-
cionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Per-
sonas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de
estos Delitos, se propone reformar el inciso b) de la frac-
ción II del Artículo 12 para agregar la conjunción disyunti-
va “o”, para que sea más claro que un siervo por gleba pue-
de ser cualquier persona que se encuentre en cualquiera de
las definiciones establecidas por los tres incisos de dicho
artículo y no se pueda llegar a una interpretación errónea al
considerar el contenido de dichos incisos como caracterís-
ticas, sino como diferentes hipótesis, en las que sólo se re-
quiere el cumplimiento de una de ellas para estar en pre-
sencia de la servidumbre por gleba.

Ahora bien, en cuanto a las víctimas de los delitos de trata
de personas aun cuando se diseñó un sistema completo pa-
ra su protección, es necesario dejar establecido en la Ley
General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en
Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asis-
tencia a las Víctimas de estos Delitos, que la protección se
dará incluso cuando exista una sentencia absolutoria, sobre
todo cuando dicha sentencia se obtiene por errores o negli-
gencia de las autoridades encargadas de prevenir, investi-
gar y sancionar los delitos de trata de personas, por lo que
se sugiere adicionar la fracción XIII del artículo 66 y re-
formar el artículo 73.

Por los motivos antes expuestos y fundados, nos permiti-
mos someter a la consideración de esta Honorable Cámara
de Diputados la siguiente iniciativa de

Decreto

Único. Se reforman los artículos 9; 10; 12, fracción II, in-
ciso b); 66, fracción XIII; y 73. Se adicionan los artículos
35, 38 Bis y 41Bis; y se deroga el artículo 68 todos de la
Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Deli-
tos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y
Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 9. En todo lo no previsto en materia de investiga-
ción, procedimientos y sanciones de los delitos materia de
esta Ley, las autoridades federales, estatales y del Distrito
Federal, aplicarán supletoriamente las disposiciones del
Código Penal Federal, del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, de la Ley General de Víctimas, de la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, del Códi-
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go Fiscal de la Federación, de la Ley Federal de Extinción
de Dominio y de la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública.

Artículo 10. Toda acción u omisión dolosa de una o varias
personas para captar, enganchar, transportar, transferir, re-
tener, entregar, recibir o alojar a una persona con fines de
explotación se le impondrá de 5 a 15 años de prisión y de
un mil a veinte mil días multa. 

Se entenderá por explotación de una persona y se sancio-
nará en los términos de la presente Ley a:

Artículo 12. …

…

I. …

II. …

a) …

b) Se le obliga a prestar servicios, remunerados o no,
sin que pueda abandonar la tierra que pertenece a
otra persona; o

c) …

Artículo 35. ….

Se considera que una persona está en posibilidad de saber
que está frente a una víctima de trata por cualquier forma
de explotación sexual cuando:

I. La víctima sea menor de edad;

II. La víctima no tenga la capacidad de comprender o re-
sistir el acto

III. La víctima presente señales de violencia física que
pueden ser detectadas a simple vista; o

IV. La víctima no pueda negarse a sostener relaciones
sexuales sin protección;

Artículo 38 Bis. El término de la prescripción de los deli-
tos previstos en la presente Ley General cometidos en con-
tra de una víctima menor de edad, comenzará a correr a
partir de que ésta cumpla la mayoría de edad. En el caso de

aquellas personas que no tengan la capacidad de compren-
der el significado del hecho o personas que no tienen capa-
cidad para resistirlo, correrá a partir del momento en que
exista evidencia de la comisión de esos delitos ante el Mi-
nisterio Público.

Artículo 41 Bis. Cuando cualquiera de los delitos sancio-
nados por la presente Ley General, se cometa por servido-
res públicos encargados de prevenir, denunciar, investigar
o juzgar la comisión de los delitos de trata de personas o
por un miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en si-
tuación de retiro, de reserva o en activo, se impondrá, ade-
más de las penas que correspondan por alguno de los deli-
tos regulados en la presente Ley o cualquier otro
ordenamiento penal de carácter general, federal o local, in-
cluido el delito de tortura, la destitución e inhabilitación
hasta por un tiempo igual al de la pena de prisión impues-
ta. Si se trata de un miembro de las Fuerzas Armadas Me-
xicanas en cualquiera de las situaciones mencionadas se le
impondrá, además la baja definitiva de la Fuerza Armada a
que pertenezca, y se le inhabilitará hasta por un tiempo
igual al de la pena de prisión impuesta, para desempeñar
cargo o comisión públicos, en su caso.

Artículo 66. …

I a XII. …

XIII. Ser notificado previamente de la libertad del autor
o autores del delito del que fue víctima, ofendido o tes-
tigo, y ser proveído de la protección correspondiente, la
cual se proporcionará incluso cuando la libertad se otor-
gue en sentencia ejecutoriada, y de manera particular
cuando en la misma se establezca que la libertad se con-
cede por falta de pruebas o por error de la autoridad in-
vestigadora o jurisdiccional.

XIV a XV. …

Artículo 68. Se deroga

Artículo 73. Las víctimas, ofendidos y testigos tendrán de-
recho a que le se les dicten cualquier tipo de medidas cau-
telares, providencias precautorias y protección personal,
que garanticen la vigencia y salvaguarda de sus derechos,
las cuales tendrán vigencia durante la investigación, proce-
so sentencia y ejecución de penas, incluso cuando la sen-
tencia no se condene al sujeto activo y la libertad se con-
ceda por falta de pruebas o por error de la autoridad
investigadora o jurisdiccional, y deberán ser adoptadas por
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el Ministerio Público y el Poder Judicial, en los términos
del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de la
presente Ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Ratificada por México y publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 13 de septiembre de 1935

2 Ratificada por México y publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 24 de junio de 1960.

3 Adoptado por la Asamblea General en su resolución 317 (IV),  de 2
de diciembre de 1949 Entrada en vigor: 25 de julio de 1951, de con-
formidad con el artículo 24

4 UNODC y SEGOB. Diagnóstico Nacional sobre la situación de la
Trata de Personas en México. México, 2014, pág. 36, consultado en:

https://www.unodc.org/documents/mexicoandcentralamerica/Diag
nostico_trata_de_personas.pdf

5 United States Government Accountability Office, Report to Con-
gressional Addressees Human Trafficking State Has Made Improve-
ments in Its Annual Report but Does Not Explicitly Explain Certain
Tier Rankings or Changes. Consultado en 

http://gao.gov/assets/690/681388.pdf

6 Consultada en https://noticias.terra.com.mx/mundo/eeuu/senadores-
proponen-ley-para-reformar-el-informe-sobre-trafico-humano-de-
eeuu,deb5d26ec62188a8adfd3116951ae6e9oo94cmom.html

Washington, 8 dic (EFEUSA).- El senador demócrata Bob Menéndez
y el republicano Marco Rubio presentaron hoy la Ley de Integridad del
Informe sobre la Trata de Personas (TIPRIA, por sus siglas en inglés),
diseñada para reformar el Informe Anual de Trata de Personas que ela-
bora el Gobierno.

Los senadores cubanoestadounidenses alegan que el proceso de elabo-
ración de dicho informe fue sometido a un gran escrutinio internacio-
nal después de que el ránking del informe de 2015 fuera “descarada-
mente e intencionalmente diluido debido a presiones políticas”.

“Después del fiasco de los dos últimos informes con las mejoras injus-
tificadas y políticamente impulsadas por países que registran datos de-
plorables de tráfico humano como Cuba y Malasia, el compromiso y la
credibilidad de Estados Unidos en luchar contra el flagelo de la escla-
vitud moderna sigue cuestionado”, dijo Menéndez en un comunicado.

“Esta legislación traza un camino claro para restablecer la credibilidad
y mejorar el proceso de clasificación del informe mediante una serie de
reformas audaces que inyectan transparencia y aclaran que nunca esta-
rán sujetas a políticas”, añadió Menéndez.

Por su parte, Rubio insistió en que “en los últimos años” las agendas
políticas en el Departamento de Estado “interfirieron con los esfuerzos
de Estados Unidos para poner en evidencia la trata de personas en to-
do el mundo”.

“El Informe sobre la Trata de Personas (TIP, en inglés) debe estar por
encima de la política y debe reflejar la medida en que existe la escla-
vitud moderna y lo que los gobiernos están haciendo o no al respecto”,
insistió.

“La aprobación de este proyecto de ley traerá mayor transparencia a es-
te proceso de preparación del informe y, al hacerlo, nos ayudará a res-
ponsabilizar a los traficantes de personas en todo el mundo”, agregó el
senador por Florida.

El TIP es el informe más completo del mundo sobre esfuerzos guber-
namentales contra la trata de personas y refleja el compromiso del Go-
bierno de EEUU con el liderazgo global en esta cuestión clave de los
derechos humanos y la aplicación de la ley, recuerdan los senadores.

La propuesta de esta ley llega apenas unos días después de que la Ofi-
cina de Rendición de Cuentas del Gobierno (GAO) revelase graves fa-
llas en el sistema de clasificación por niveles para el informe TIP.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 17 de ene-
ro de 2017.— (Rúbrica).»

El Presidente senador Aarón Irízar López: Se turna a
las Comisiones Unidas de Justicia y de Derechos Hu-
manos de la Cámara de Diputados.

El siguiente punto del orden del día es la discusión de los
dictámenes de la Primera Comisión. Se informa a la asam-
blea que se votarán en conjunto y en forma económica
aquellos en los que no se han registrado oradores, el 1, el
2, el 4, el 5, el 8, el 9, el 11, el 12 y el 13. Enseguida se pro-
cederá a las intervenciones en los que previamente hayan
reservado los grupos parlamentarios; el 3, el 6, el 7 y el 10.
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DICTÁMENES A DISCUSIÓN DE PUNTOS DE
ACUERDO

DECLARA A LA CIUDAD DE MÉXICO CIUDAD AMI-
GABLE CON LA POBLACIÓN LÉSBICO, GAY, BISE-
XUAL, TRANSEXUAL, TRAVESTI, TRANSGÉNERO
E INTERSEXUAL

La Secretaria diputada Gloria Himelda Félix Niebla: A
discusión el dictamen de la Primera Comisión, con puntos

de acuerdo por los que se exhorta respetuosamente al Go-
bierno de la Ciudad de México, a que difunda el avance y
la evaluación del acuerdo por el que se declara a la Ciudad
de México Ciudad Amigable con la población Lésbico,
Gay, Bisexual, Transexual, Travesti, Transgénero e Interse-
xual, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el
23 de noviembre de 2015.
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INFORME SOBRE LAS ACCIONES TOMADAS EN
CONTRA DE QUIENES SE OPONEN A LA INSTALA-
CIÓN DE LAS MUJERES EN DIVERSOS MUNICIPIOS

La Secretaria diputada Gloria Himelda Félix Niebla:  A
discusión el dictamen de la Primera Comisión, con puntos
de acuerdo, por los que se solicita del Gobierno del Estado

de Oaxaca, informe a la Comisión Permanente sobre el Es-
tado en que se encuentra el acto relativo a la toma de pro-
testa y el ejercicio de las funciones para las que fueron
electas las mujeres que ganaron en los procesos locales; e
informe sobre las acciones tomadas en contra de quienes se
oponen a la instalación de las mujeres en diversos munici-
pios del Estado.
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RECONOCE Y FELICITA AL SEÑOR JOHN FIFE, POR
SU LABOR EN LA PROTECCIÓN EN PRO DE LOS 
DERECHOS DE LOS MIGRANTES

La Secretaria diputada Gloria Himelda Félix Niebla: A
discusión el dictamen de la Primera Comisión, con puntos

de acuerdo,  por el que se reconoce y felicita al señor John
Fife, por su labor en la protección en pro de los Derechos
de los Migrantes y por la creación del concepto de “Ciuda-
des Santuario”.
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REFUERCE LOS MECANISMOS Y MEDIDAS DE 
SEGURIDAD PERMANENTES ENFOCADOS A PRE-
VENIR Y PROTEGER LOS DERECHOS HUMANOS
DE LOS MIGRANTES MEXICANOS

La Secretaria diputada Gloria Himelda Félix Niebla: A
discusión el dictamen de la Primera Comisión, con puntos

de acuerdo, por los que se exhorta respetuosamente a la
Secretaría de Gobernación para que a través del Instituto
Nacional de Migración refuerce los mecanismos y medidas
de Seguridad Permanentes enfocados a prevenir y proteger
los derechos humanos de los migrantes mexicanos y ex-
tranjeros que transitan en nuestro territorio.
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INFORME SOBRE LA RESOLUCIÓN A LA QUEJA
CNDH/1/2013/3676/Q

La Secretaria diputada Gloria Himelda Félix Niebla:  A
discusión el dictamen de la Primera Comisión, con puntos

de acuerdo, por el que se solicita respetuosamente a la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos un informe so-
bre la resolución a la queja CNDH/1/2013/3676/Q.
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INMATRICULACIÓN DEL PREDIO RÚSTICO UBICA-
DO EN CAMINO DEL “JAGUEY”

La Secretaria diputada Gloria Himelda Félix Niebla:  A
discusión el dictamen de la Primera Comisión, con puntos

de acuerdo, relativos a la inmatriculación del Predio Rústi-
co ubicado en camino del “Jaguey” en el poblado de San
Carlos, carretera Cuernavaca-Cuautla, en Yautepec de Za-
ragoza, Morelos.
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INVESTIGUE EL ASESINATO DEL PERIODISTA JE-
SÚS ADRIÁN RODRÍGUEZ SAMANIEGO

La Secretaria diputada Gloria Himelda Félix Niebla:  A
discusión el dictamen de la Primera Comisión, con puntos

de acuerdo,  por el que se exhorta respetuosamente a la Fis-
calía General del Estado de Chihuahua, para que investigue
el asesinato del Periodista Jesús Adrián Rodríguez Sama-
niego, y proceda conforme a derecho.
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